Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, queda abierta la sesión. 
(Son las 15:15). 


—La Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda tiene el gusto de recibir al 
subsecretario de Economía y Finanzas, contador Ferreri, y a su equipo asesor. 


Correspondería comenzar el análisis de la sección VI, artículo 154, «Diversos créditos». 
SEÑOR SUBSECRETARIO.- Saludo a todos los estimados senadores. 


Con su permiso, quisiéramos empezar por la sección VIII, «Disposiciones varias» y luego 
abordar la sección VI. 


El artículo 168 del texto original, 182 del texto aprobado por la Cámara de Representantes, 
referente a los topes de deuda pública, será explicado por el economista Masoller. 


SEÑOR MASOLLER.- El artículo mencionado propone un ajuste de los topes permitidos para la 
emisión de títulos y otros instrumentos de deuda pública. 


Como es de conocimiento de los señores senadores, este instrumento ha sido utilizado en 
los dos últimos períodos de Gobierno —este sería el tercero- para autorizar la emisión de títulos 
públicos. La forma en que se define tiene que ver con el incremento de la deuda neta, que está 
alineado con las metas fiscales. Por la forma de construcción del tope de endeudamiento, que tiene 
una cobertura idéntica a la situación fiscal, el incremento de deuda pública cierra con el resultado fiscal 
proyectado. Es de conocimiento público que las metas fiscales se han tenido que ajustar al alza 
debido a la situación económica del país y, en forma consiste con ello, se propone el ajuste de los 
topes de endeudamiento público. 


Un aspecto importante a remarcar es que el tope para el año 2019 es el mismo que el 
establecido en el presupuesto nacional. Eso es así porque se mantienen las metas fiscales previstas 
para el final del período de Gobierno. Cuando se hizo el presupuesto nacional, se preveía un resultado 
fiscal deficitario de 2.5% del PIB en el año 2019. Esa meta se mantuvo en esta rendición de cuentas y, 
en forma consistente con eso, también se mantuvo el tope de endeudamiento público para el referido 
año. Esto no será así en los años precedentes, para los que se prevé un desvío respecto de las metas 
fiscales iniciales y, por lo tanto, también se propone ajustar el tope de endeudamiento a las nuevas 
metas fiscales. 


Básicamente, esta es la propuesta. No se hace ninguna otra innovación sobre la forma en 
que se establecen los topes. Es cierto que es posible mejorar la forma de instrumentación, pero en esta 
oportunidad lo único que se propone es ajustar los montos para hacerlo consistente con las metas 
fiscales. 


SEÑOR AMORÍN.- Quisiera hacer un breve comentario para saber si es así el tema. Esto vendría a ser 
la contracara del déficit fiscal. En la medida en que el déficit fiscal no fue controlado de la forma que se 
esperaba, Uruguay va a aumentar su deuda neta, es decir, el Poder Ejecutivo ahora tendrá 
autorización para aumentar su deuda neta y seguramente lo va a hacer para poder cubrir ese déficit. 
¿Es así? 


SEÑOR MASOLLER.- Es importante destacar que más allá de las dificultades fiscales, la previsión es 
que al final del período converja en el déficit fiscal que teníamos planteado en el presupuesto. Por eso 
es que el tope, más allá de algún cambio intertemporal, se mantiene al final del período en el valor 
establecido previamente en el presupuesto. 


SEÑOR AMORÍN.- Es decir que al final del período la deuda neta del Uruguay va a ser mayor a la que 
se esperaba cuando se planteó la ley de presupuesto. 


SEÑOR MASOLLER.- Sí. 


SEÑOR HEBER.- En primer lugar, quiero dar la bienvenida al subsecretario Ferreri y al resto de la 
delegación que nos visita. 


En cuanto al artículo que estamos considerando, si entendí bien el tope estaría en USD 
2.300:000.000. Como todos los años aumenta el déficit —y a veces hasta más de una vez- no 
recuerdo si la última vez fue en febrero o en la rendición de cuentas, y me gustaría saber de cuánto es 
en la actualidad. Me parece que hoy está alrededor de USD 2.300:000.000. A veces no tomamos la 
dimensión de las cifras por la cantidad de ceros que contienen. Simplemente quiero hacer una 
equivalencia, no lo digo porque prefiera esa moneda. 


SEÑOR MASOLLER.- En la ley de presupuesto el tope que se previó para el año 2016 fue el 
equivalente a 15.500:000.000 de unidades indexadas. Hay que hacer el cálculo en dólares. En este 
momento no los tenemos en esa moneda sino en unidades indexadas. Aproximadamente sería un 3% 
o de un 3,5 % del producto. Lo que se está proponiendo en esta rendición de cuentas es ajustar ese 
tope a 21.000:000.000 de unidades indexadas para el año 2016. 


SEÑOR HEBER.- Las consideraciones políticas las haremos en sala. No creo que sea conveniente 
hacerlas acá. Estas cifras son importantes, pero el análisis de estos aumentos de la regla fiscal los 
dejaremos para otro momento de debate político. 


SEÑOR BORCHARDT.- Voy a referirme al artículo 183. Por la carta orgánica del Banco Central, 
cuando su patrimonio baja a cierto nivel, el Poder Ejecutivo se compromete a capitalizarlo. Sin 
embargo, cuando el Banco Central tiene ganancias por diferencia de cambio debe destinarlas a una 
reserva específica. Lo que este artículo propone es autorizar al Banco Central a utilizar las ganancias 
que se generen por diferencia de cambio para reducir los títulos del Gobierno que le fueron dados 
porque estaban por debajo del nivel patrimonial mínimo exigido. Eso significa hacer la regla más 
simétrica y que cuando el Banco Central reduzca, en realidad, su déficit por diferencia de cambio, 
pueda reducir también la cantidad de títulos que el Gobierno le dio en las oportunidades en que le fue 
mal. Esa es la autorización que pide este artículo. 


El artículo 184 refiere a los proyectos de promoción artístico cultural que reciben 
exoneraciones tributarias. Actualmente, el Poder Ejecutivo es el que fija el tope del monto de proyectos 
pasibles de ser aplicados a este régimen y lo que dice la ley anterior es que esto se debe hacer en 
forma semestral. Lo único que está cambiando es que incluimos la palabra «anualmente». Al inicio no 
se sabía cómo ¡ba a funcionar esto. Ahora ha crecido bastante y entendemos que exigir una operativa 
semestral la entorpece, complica la gestión de los proyectos, no da certeza ni un poco de horizonte 
para poder trabajar razonablemente. En definitiva, el único cambio con relación al tope es la palabra 
«anualmente». 


El artículo 185 propone que la Agencia Nacional de Investigación e Innovación —ANII- pueda 
contratar personas jubiladas, exclusivamente para que sean evaluadores en proyectos de 
investigación, innovación y formación de capital humano, sin que pierdan la jubilación. Es bastante 
complejo encontrar gente para ese tipo de actividades que pueda cumplir el rol en los tribunales 
adecuados y con la formación necesaria. Lo que se propone es que solo a estos efectos se pueda 
contratar gente jubilada sin que pierda la jubilación. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Pagan los aportes patronales? 
SEÑOR BORCHARDT.- Por supuesto. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Como todos sabemos -incluso fuimos consultados en nuestra visita 
previa—, en el artículo 186 se propone modificar el régimen de donaciones especiales y quitar en esta 
oportunidad a las universidades privadas el acceso a este tipo de régimen. Tal como señalamos en 


nuestra comparecencia anterior, entendemos que es un régimen beneficioso que funciona de manera 
exitosa, pero su aprobación quedará a consideración de los señores senadores. 


SEÑOR DELGADO.- Saludamos la presencia del subsecretario —a quien estamos acostumbrados a 
ver bastante seguido— y al equipo económico que lo acompaña. 


En los últimos artículos se plantea una innovación vinculada con una cooperativa de 
consumo de Río Negro que, a su vez, es socia de una cooperativa de ahorro y crédito: Coopace. Esta 
iniciativa nace de la necesidad de esta cooperativa de prestar crédito de nómina sin el límite del 
intangible establecido en el artículo 34 de la Ley n.* 19210, de inclusión financiera, que dio nueva 
redacción al artículo 3% de la Ley n.? 17829. En el día de hoy recibí a integrantes de la Cámara 
Uruguaya de Cooperativas de Ahorro y Crédito de Capitalización, quienes van a pedir una entrevista a 
la comisión ya que tienen algunas objeciones, no en el beneficio que se otorga a esta cooperativa sino 
en que sea particular y de esta manera pueda comenzar a perforarse determinado marco normativo; es 
más, dicen que de aprobarse el proyecto de ley, se sentaría el precedente —que no podrá obviarse— de 
que todas las cooperativas de ahorro y crédito puedan crear cooperativas de consumo ad hoc como 
esta, a los efectos de burlar el artículo 34 de la ley de inclusión financiera. Confieso que no había 
advertido cuál era el problema que había con este tema; en realidad no están en contra de este 
beneficio o de esta posibilidad, lo que opinan es que si es para una, debería ser para todas. 
Obviamente, estamos en un marco diferente para poder establecer este beneficio porque las 
cooperativas de ahorro y crédito pueden crear cooperativas de consumo ad hoc, y hay 61 cooperativas 
de ahorro y crédito en todo el país. 


Estos tres últimos artículos no vinieron en el proyecto de ley de presupuesto original, sino que 
fueron incluidos en la Cámara de Representantes. No estamos en contra de ellos pero me parece que 
quizás habría que darles una redacción más genérica para evitar inequidades. La sugerencia que le di 
a cámara de cooperativas —quería dejar constancia de ello- fue que pidieran una entrevista a la 
subcomisión de audiencias que recibe delegaciones los días viernes para plantear el tema en ese 
ámbito. 


Quería adelantarle esto al Ministerio de Economía y Finanzas para que vaya pensando en si 
puede haber una mejor redacción que no genere estas distorsiones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Efectivamente, tal como dice el señor senador, estos artículos fueron 
incorporados durante el tratamiento del proyecto de ley en la Cámara de Representantes, o sea que no 
venían en el mensaje original del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Tal como señalaron el señor presidente y el señor senador Delgado, 
estos artículos no estaban incluidos en la iniciativa del Poder Ejecutivo. Creemos que ameritan un 
análisis más profundo de nuestra parte como para poder hacer una propuesta con respecto a su 
pertinencia y a su redacción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero aclarar que la cámara de cooperativas también se reunió conmigo para 
plantear este tema. 


SEÑOR AMORÍN.- Según entiendo, la ley les da un beneficio a las cooperativas de consumo por sobre 
las de ahorro y crédito. Estos artículos permiten que esta cooperativa de ahorro y crédito cree una de 
consumo, ad hoc, para tener esos beneficios. Entonces, de lo que se trata es de igualar, no para abajo, 
sino para arriba, y que todas las cooperativas de ahorro y crédito tengan esta posibilidad que, 
evidentemente, las hace funcionar con una ventaja bastante clara. Esa es la postura. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En realidad, en la ley de inclusión financiera se previó un estatuto distinto en 
el caso de las cooperativas de ahorro y crédito —eso lo podrán fundamentar nuestros invitados— porque 
atravesaban dificultades que el resto del sistema cooperativo no tenía. Entonces, había un estatuto 
diferente entre las cooperativas de ahorro y crédito y las de consumo. Esta es una discusión muy 
compleja, la cual daremos en el momento de discutir el tema en la comisión. 


SEÑOR MICHELINI.- Todas las cooperativas de consumo han tenido este beneficio por ley. Por lo 
tanto, esta cooperativa de consumo, al no tener la ley, estaba en una situación de desventaja con otras 
cooperativas de consumo, como la bancaria o la de primaria. Las que tienen este beneficio han sido a 
texto expreso. Si bien la crea, o la iniciativa la tiene una cooperativa de ahorro y consumo, no todos los 
cooperativistas de una están en otra; se trata de dos empresas separadas. Esto lo podemos estudiar, 
pero son dos empresas separadas. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Haremos llegar nuestra postura luego de analizar más en detalle el tema. 


SEÑOR DELGADO.- Quizás le podemos hacer llegar alguna sugerencia al Ministerio de Economía y 
Finanzas. Obviamente, esto tiene que ver con regular de manera diferente el acto cooperativo de 
ahorro y crédito con el de consumo. Por tanto, buscaríamos no perforar la Ley n.” 19210. Habría que 
hacer una regulación diferente y evitar las distorsiones que pueden darse en el mundo de las 
cooperativas de consumo asociadas a las de ahorro y crédito. Hay algunas sugerencias al respecto 
que le haremos llegar al ministerio. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Con todo gusto las recibimos y las analizamos. 


Con el permiso del señor presidente, pasaríamos a considerar la Sección V que tiene que ver 
con los organismos del artículo 220 de la Constitución de la república. Comenzaríamos por el artículo 
102 del mensaje original, número 100 en el aprobado por la Cámara de Representantes, que tiene que 
ver con el Poder Judicial. 


SEÑOR BORCHARDT.- Con respecto a los organismos del artículo 220, más allá de que ustedes van 
a discutir en profundidad con cada uno de ellos los temas, del lado del Poder Ejecutivo resulta 
importante resaltar, particularmente, dos de estos organismos, para los cuales hay innovaciones muy 
importantes en esta rendición de cuentas. Me refiero al Poder Judicial y a la Corte Electoral. 


En cuanto al Poder Judicial, como es de público conocimiento, se ha llegado a un acuerdo 
para la instrumentación del nuevo Código del Proceso Penal para que esté enteramente instrumentado 
a partir de julio de 2017, lo cual conlleva la asignación de recursos para poder hacerlo. En este 
aspecto, fue muy importante lograr un acuerdo con la corte, lo cual no fue sencillo. De ambas partes se 
logró, mediante diversas transacciones y con buena voluntad, un acuerdo que posibilita este avance 
que creo que es bueno para el país. Esto tiene un costo. La instrumentación o el costo del nuevo 
Código del Proceso Penal, más allá de lo que ustedes hayan hablado con la corte, es decir, cuando 
esté operativo, sobre la base anual, es del orden de los $ 280:000.000, incluyendo gastos de 
funcionamiento y remuneraciones. Eso será para el año 2018, teniendo una instrumentación gradual, 
con una asignación parcial, en el año 2017. Las inversiones ya se están comenzando a realizar a partir 
de este año, de manera de viabilizar la instrumentación del código, para lo cual se requieren $ 
50:000.000, los cuales se van a ir ejecutando en el transcurso de tres años. 


Con respecto al Poder Judicial, hay otra asignación bastante menor que esta y refiere a la 
instrumentación del Código Aduanero Uruguayo, que tuvo sus idas, vueltas y postergaciones pero, 
finalmente, se llegó a un acuerdo entre el Poder Ejecutivo y la corte para poder instrumentarlo 
plenamente a partir de julio de 2017. Esto implica una asignación del orden de los $ 32:000.000 para 
gastos de funcionamiento y remuneraciones. Quiero aclarar que me estoy refiriendo al año 2018, 
momento en que estará operativo el código, sobre la base anual. La parte de remuneraciones para la 
instrumentación de este nuevo código, que son $ 24:000.000, se financia con la reducción de los 
créditos del rubro O de la Dirección Nacional de Aduanas, que es la que hasta ahora cumple con estas 
funciones. Por tanto, el costo incremental de la instrumentación del Código Aduanero Uruguayo en 
realidad se reduce a los gastos de funcionamiento —creo que eran seis o siete millones- y a algunas 
inversiones -me parece que también son $ 6:000.000- en el transcurso de un año, de ahora a julio del 
año próximo. 


El otro inciso que tiene innovaciones y asignaciones presupuestales incrementales muy 
importantes es la Corte Electoral. Por lo tanto, pido autorización al señor presidente para ceder el uso 
de la palabra a Fernando Estévez a fin de que presente el acuerdo al que se llegó entre el Poder 
Ejecutivo, la Corte Electoral y los trabajadores en el marco de la negociación colectiva correspondiente. 


SEÑOR ESTÉVEZ.- Este articulado tiene como antecedente un acuerdo del año 2015 que se alcanzó 
entre AFEU —la Asociación de Funcionarios Electorales del Uruguay- y la Corte Electoral, pero no 
contaba con los créditos presupuestales, por lo que formó parte del mensaje del organismo en este 
presupuesto. 


En el Parlamento se votó el artículo 550, pero al no disponerse de los créditos se encomendó 
al Poder Ejecutivo y a la Corte Electoral para que acordaran con los funcionarios electorales y se 
pudiera llegar a este nuevo sistema retributivo. A finales de diciembre del año pasado, ni bien votado el 
presupuesto, se instaló la mesa de negociación y luego de tres meses se llegó a un acuerdo en el 
marco de lo que establecía el artículo 550 del presupuesto. Es decir que había que atender los actos 
eleccionarios con una partida de permanencia a la orden y debía eliminarse todo lo que tenía que ver 
con horas extras y habilitación de créditos en el rubro O para el organismo. 


De acuerdo con la supresión original de vacantes propuesta por el organismo, el nuevo 
sistema retributivo tenía un costo incremental de aproximadamente $ 45:000.000 anuales y llegaba 
casi hasta los $ 70:000.000 de pesos durante el año electoral. Finalmente, en el acuerdo 
alcanzado el Poder Ejecutivo dispuso una partida de $ 4:000.000, a valores de 2015 -— 
aproximadamente $ 4:400.000, a valores de 2016—, para financiar el nuevo sistema retributivo. 
Básicamente, se estableció la anualización de todos los créditos incrementales por actos eleccionarios 
del quinquenio anterior, que es lo que establecía el artículo 550 —en el entorno de $ 148:000.000-,; la 
supresión de vacantes —por parte del organismo— por un monto de $ 48:000.000 anuales; el costo del 
grupo 0 por alrededor de $ 4:400.000; y el incremento presupuestal de aproximadamente $ 4:400.000, 
que es lo que puso el Poder Ejecutivo para poder finalizar la negociación. 


En cuando al articulado, especificamente, debo decir que en el artículo 111 —que 
corresponde al artículo 112 del proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes-— se crea la 
«retribución como Complemento de la Permanencia a la Orden», se establece quiénes serán 
alcanzados por esta retribución y las condiciones generales para el acceso y la salida del sistema. 


El artículo 113 establece la financiación del nuevo sistema y comienza refiriéndose a la parte 
incremental. Vale la pena aclarar que lo que significa un incremento real del presupuesto son los $ 
4:000.000 de pesos anuales a los que me referí anteriormente; la otra parte del incremento responde a 
la anualización de lo que se gastó en el quinquenio anterior, en rubro 0, por actos eleccionarios. A su 
vez, este artículo también establece al final las derogaciones, tanto de las disposiciones que 
establecen habilitación de créditos para actos eleccionarios, como las derogaciones de todas las 
disposiciones que permiten abonar horas extras a los funcionarios de la Corte Electoral. 


El artículo 113 establece la reglamentación, por parte de la Corte Electoral, del nuevo 
sistema. Posteriormente, se fijan los horarios a alcanzar de acuerdo con el tipo de acto eleccionario y 
los períodos de vigencia. Y el artículo 114 establece la compensación de horas por participación por 
trabajo que acceda al acordado en el presente sistema y compensación de días por acto eleccionario. 
Esos días antes se pagaban en dinero, y eso también es parte de la baja del costo de los actos 
eleccionarios. 


Hay que aclarar que en la negociación llevada adelante entre el Poder Ejecutivo, la Corte 
Electoral y los funcionarios judiciales básicamente se negoció lo que tenía que ver con las cuestiones 
presupuestales, no siendo materia de negociación —porque no correspondía— lo que ya había sido 
acordado entre el organismo y los funcionarios, pues es materia de negociación colectiva, por lo que 
corresponde trabajar en forma bipartita. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Estos eran los artículos que queríamos comentar del 220 y nos queda 
pendiente el artículo 111 del mensaje enviado por la Cámara de Representantes, que no estaba en el 
proyecto original enviado por el Poder Ejecutivo, referente al Tribunal de Cuentas. Quisiera que le diera 
el uso de la palabra a la directora general de Secretaría, la contadora Susana Díaz. 


SEÑORA DÍAZ.- Buenas tardes. 


El artículo 111 fue incorporado y recogido del proyecto original del Tribunal de Cuentas. El 
mensaje del organismo proponía la creación de un cargo A grado 17 con denominación director general 
ejecutivo, o director de la dirección general ejecutiva. La redacción no la compartimos por varios 
motivos, pero sí el fondo. Se necesita que exista una dirección general dentro del Tribunal de Cuentas; 
no es cuestionable, pero sí la forma. Ni en la carrera actual, ni en la anterior —que también está 
vigente— del funcionario público se incluye un grado 17; no llega. Por lo tanto, no tenemos parámetros 
retributivos. Entonces, se nos complica un poco la situación para después implementar este artículo, 
por lo cual nosotros pediríamos un tiempo para conversarlo con el Tribunal de Cuentas y llegar a una 
redacción que, respetando la voluntad de ña Cámara de Representantes y las necesidades del 
organismo, incorpore algo que pueda ser más fácilmente aplicable para ellos. 


SEÑOR AMORÍN.- Quería aclarar algo. O sea que antes de que terminemos el trámite en la Cámara 
de Senadores, ¿ustedes van a mandar un proyecto de artículo sustitutivo de este? Va a ser la opinión 
del Poder Ejecutivo, lo que no quiere decir que sea la nuestra. 


SEÑORA DÍAZ.- La intención es tratar de llegar a una redacción acordada con el Tribunal de Cuentas 
para que pueda ser de más fácil aplicación lo que ellos necesitan con relación a lo que está planteado 
actualmente. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Cuando el Tribunal de Cuentas estuvo acá y habló de este cargo planteó 
que era necesario hacer una excepción porque el monto no queda dentro del parámetro del porcentaje 
que debe tener. Quisiera saber qué opina el ministerio acerca de ese punto. 


SEÑORA DÍAZ.- En realidad, supongo que las aspiraciones que tiene el Tribunal de Cuentas para esta 
retribución, que va a corresponder a la persona que lleve la parte administrativa y de ordenamiento del 
organismo, van a ser superiores al 90% del jerarca y del subjerarca. Lo que sucede es que las 
excepciones pueden introducirse por la vía reglamentaria. Por lo tanto, no se necesita incorporarlas en 
una norma. De todos modos, nosotros quisiéramos saber a qué quieren llegar, porque dado que esto 
no existe no sabemos cuál es el nivel de retribución en el cual ellos pretenden incorporar esta función o 
cargo. Tampoco necesariamente tiene que ser un cargo; puede ser una función como lo es en la 
mayoría de los incisos del artículo 220 de la Constitución. En esos casos existe uno o más de un — 
como ocurre en la Corte Electoral- secretario general, que es quien tiene el cargo y la retribución 
creados por ley. 


Por lo tanto, quizás sea una solución más viable, tanto por el tope retributivo como por el 
hecho de tener un estatuto parejo respecto a los demás organismos con relación a quienes administran 
la parte no técnica, que es lo que en general hacemos los directores generales y los secretarios 
generales en los organismos del artículo 220. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Recuerdo que aquel tribunal planteó equiparar el sueldo de ese cargo al del 
director general de secretaría. 


SEÑOR BORDABERRY.- Digo esto para que en la discusión que vayan a tener con el Tribunal de 
Cuentas tomen en consideración lo que se habló acá, pues no solamente hablamos de remuneración. 
El tope del 90% que está fijado hoy para el tribunal, proponían llevarlo al tope que se dispone en este 
proyecto de ley —creo que en el artículo 10 o en el 14; no lo recuerdo exactamente—, que es el 60% del 
sueldo del presidente de la república. Ellos dijeron que ni cerca estarían de llegar a esa cifra. Pero no 
solo hablamos de eso, sino también de la designación, concurso y condiciones de la evaluación; y 
eventualmente, si la evaluación no fuera buena, podría haber remoción. O sea que vamos un poco más 
allá, y creo que es un buen comienzo porque, por lo general, los ministros de estos organismos están 
más especializados en la materia en sí, en este caso en la materia de control y en el caso de la 
Suprema Corte de Justicia en dictar sentencias. Siempre que exista un cargo de gerente —creo que fue 
lo que mencionaron— o de director general, creo que ello es bueno. 


Repito que entiendo que no deberíamos limitar esto solo al tema de las remuneraciones, sino 
que tenemos que ir un poco más allá porque, en algún momento, en la administración pública nos 
tenemos que abrir paso a eso. 


SEÑORA DÍAZ.- Comparto que tenemos que hacer una revisión respecto a las estructuras funcionales 
y de cargos dentro de la administración central. El tema es que por más seguridades que tengamos en 
la selección del personal, siempre la parte de designación es más sencilla que la de destitución. Por lo 
tanto, a veces quienes tenemos algunos años en esto, nos volcamos hacia una parte y no hacia otra. 
No obstante ello, lo hablaremos con el Tribunal de Cuentas y habrá que ver si llegamos a una 
redacción que sea más cercana a las necesidades y a la práctica. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Si los senadores están de acuerdo, pasaríamos a la Sección VII, 
Recursos. Aquí tenemos algunos artículos vinculados a cambios tributarios. 


Comenzaríamos comentando disposiciones vinculadas al Impuesto a las Rentas de las 
Actividades Económicas. Vamos a hacer algún comentario general y luego solicitaría que se le diera el 
uso de la palabra al contador Serra, director de la Asesoría Tributaria del Ministerio de Economía y 
Finanzas. 


El artículo 156 plantea un ajuste de correlación de normas y no implica cambios 
significativos. 


El artículo 157 establece un tope para la deducción de las pérdidas fiscales de ejercicios 
anteriores. El régimen vigente establece la posibilidad de deducir las pérdidas fiscales de ejercicios 
anteriores cuando se esté frente a un ejercicio que genere renta. Esta posibilidad es para la deducción 
de las pérdidas generadas en los últimos cinco ejercicios. 


Aquí se plantea mantener ese límite temporal, de cinco ejercicios, pero con un tope que se 
ubicaría en el 50 % de la renta neta fiscal —según lo que establece el artículo—- obtenida luego de 
realizar la totalidad de los restantes ajustes de la renta neta. 


Estamos frente a un cambio en el tope cuantitativo a la deducción de pérdida de ejercicios 
anteriores, donde se mantiene el límite temporal de cinco ejercicios tal cual está vigente al día de hoy. 


SEÑOR BORDABERRY.- Quisiera conocer la motivación de este artículo y a cuánto ascendería la 
recaudación, si es que la han estimado. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Establecer un tope en la deducción de pérdidas fiscales de ejercicios 
anteriores genera una menor posibilidad de deducción en un mismo ejercicio. Ello tiene una 
significación financiera más que económica —que también la tiene— porque lo que no se deduce en un 
año, por el tope que se establece, igualmente puede deducirse al año siguiente. Por lo tanto, el cambio 
es más financiero que de orden económico, aunque tiene también un impacto económico que se 
encuentra dentro del cálculo que comentamos anteriormente. 


Luego podremos suministrar cifras más desglosadas del impacto de cada medida, pero 
recuerdo que todas las medidas vinculadas al impuesto a la renta empresarial y al impuesto a la renta 
de las personas físicas, correspondiente a rentas del capital en su conjunto, generaban una 
recaudación adicional que se ubicaba en el entorno de los USD 100:000:000. 


Señor presidente: si le parece quisiéramos referirnos a cada uno de los artículos vinculados 
al IRAE para después comentarlos todos. 


(Apoyados). 


SEÑOR PRSIDENTE.- Avancemos con los artículos del IRAE y aboquémonos luego a formular las 
preguntas. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- El artículo 158 establece un cambio en lo que tiene que ver con la 
deducción de los sueldos fictos patronales. 


Hoy existen muchas empresas que pueden deducir un ficto de sueldo patronal que en 
muchos casos es superior al sueldo patronal por el cual efectivamente se realizan aportes de seguridad 
social. Para aquellos casos donde las empresas tienen contabilidad suficiente, aquí se plantea la 
posibilidad de deducir el sueldo real por el cual se realizan los aportes. 


Entendemos que con el sistema vigente actualmente hay allí un incentivo perverso —por 
decirlo alguna manera- al plantear mayores sueldos por los que realmente se hacen aportes, lo que 
genera una horadación del impuesto a la renta de las actividades económicas. 


El artículo 159, señor presidente, establece un cambio vinculado a la posibilidad de hacer el 
ajuste por inflación que se realiza anualmente. 


La norma vigente establece que cuando la inflación supera el 10% se puede realizar el ajuste 
por inflación. Si seguimos las prácticas contables y las normas financieras internacionales, 
observamos que los ajustes por inflación se realizan cuando estamos en economías hiperinflacionarias 
—estas son normas que se siguen a nivel internacional- y, obviamente, cuando estamos ante una 
inflación que supera el 10% en uno, dos o tres puntos, no estamos hablando de una economía 
hiperinflacionaria. Por lo tanto, de acuerdo con los estándares internacionales de las NIF, proponemos 
un cambio para que efectivamente el ajuste por inflación se aplique si estamos ante un contexto 
hiperinflacionario. Por eso se establece que el ajuste por inflación se podrá realizar cuando la variación 
del Índice de Precios al Consumo acumulado en los 36 meses anteriores supere el 100% —que se 
asimilará a la aplicación— y ante economías hiperinflacionarias, tal como se maneja en las prácticas 
contables y financieras a nivel internacional. 


SEÑOR HEBER.- ¿Me permite, señor presidente? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habíamos acordado terminar la consideración de los artículos relativos al 
IRAE para después dar lugar a las preguntas de los señores senadores. 


SEÑOR HEBER.- De acuerdo. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Para la consideración de los artículos siguientes, pediría que se le diera 
el uso de la palabra el contador Serra. 


SEÑOR SERRA.- El artículo 160 dispone la obligación de liquidar el IRAE para aquellos que presten 
servicios de carácter personal en régimen de contabilidad real o suficiente. La disposición tiene una 
naturaleza antiabuso porque, como veremos más adelante, en el proyecto de ley remitido por el Poder 
Ejecutivo se propone eliminar la exoneración en la distribución de utilidades por parte de las 
sociedades prestadoras de servicios personales. Al eliminarse esa exoneración queda un campo fértil 
para posibles planificaciones de orden tributario, donde el socio profesional de esa sociedad 
profesional, a través de una facturación en la sociedad, podría eventualmente eludir el pago del IRPF 
correspondiente a la distribución de dividendos de sus utilidades. Para neutralizar esa posible práctica, 
esta norma establece que si el socio de una sociedad de tipo profesional, prestadora de servicios 
profesionales independientes, le factura a la propia sociedad y esta presta el mismo servicio que presta 
el socio, el socio que le factura estará obligado a liquidar el IRAE en régimen de contabilidad suficiente, 
de manera que haya oposición de intereses y no se pueda perforar el régimen de tributación. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Estos son los artículos vinculados al IRAE. 
SEÑOR AMORÍN.- ¿Y el artículo 162? 


SEÑOR SUBSECRETARIO..- Ese artículo refiere a la distribución de utilidades que está gravada por 
IRPF. 


SEÑOR AMORÍN..- Quisiera realizar algunos comentarios y plantear ciertas preocupaciones. 


Con respecto al artículo 157 —sobre el que consultó el señor senador Bordaberry-—, que limita 
las deducciones, me gustaría saber cuál es su fundamento. ¿Por qué se limitan las deducciones de las 
pérdidas del ejercicio anterior al 50%? ¿Desde cuándo va a operar? ¿Va a operar de aquí hacia 
adelante o se van a tomar en cuenta las pérdidas de ejercicios anteriores? En fin, ¿esto operará a 
partir de la aprobación de este proyecto de ley, del 1? de enero del año que viene o queda vigente a 
partir de hoy? Supongamos que yo tuviera pérdidas de ejercicios anteriores, ¿el año que viene podré 
deducir solo el 50%? Si fuera así, desde mi punto de vista representaría un cambio importante de las 
reglas de juego. Me consta que el Ministerio de Economía y Finanzas tiene especial preocupación por 
defender algo que ha sido tradicional en el Uruguay, como es la seguridad jurídica. Si fuera hacia atrás, 
a mi juicio se estarían cambiando las reglas de juego, lo cual no debería operar. Por lo expuesto, me 
gustaría saber cuál es el fundamento y también cuál va a ser el beneficio, si es que existe. 


No somos especialistas en estas normas internacionales. Nos acaba de decir el señor 
subsecretario que estas disposiciones que tienen que ver con ajustes por la variación del IPC 
solamente se dan en economías con hiperinflación. Ahora bien; ¿qué pasaba hasta ahora en nuestro 
país? ¿Cómo operaban? Esperemos que esta no sea una señal —parece claro que no lo es— y que 
Uruguay no tenga nunca más una inflación del 100% en tres años. Creo que nuestro país y el mundo 
van camino a eso. Pero, insisto, hasta ahora, ¿qué se hacía? ¿Cuál es el beneficio? ¿Cómo se 
cuantifica el beneficio de ingresos por este tema? 


Estas son las preocupaciones que deseaba plantear. 


SEÑOR DELGADO.- ¿Cuánto es lo que se aspira recaudar por concepto de la modificación del IRAE 
prevista en la Rendición de Cuentas? ¿Lo pueden desglosar en función de los tres ítems más grandes, 
es decir, los sueldos fictos patronales, el ajuste por inflación y la pérdida fiscal? 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Con respecto a la distribución o a los ingresos esperados, estamos 
previendo una recaudación adicional proveniente de los cambios en el IRAE y en el IRPF Categoría 1, 
es decir, el IRPF que grava a las rentas de capital en su conjunto, de aproximadamente unos USD 
100:000.000. Dentro hay diferentes rendimientos recaudatorios. 


Más adelante, a medida que analicemos el articulado, veremos la alineación de tasas en el 
IRPF, Categoría l. Al subir las tasas de 3% y 5% al 7% se obtendrá un rendimiento recaudatorio de 
aproximadamente unos USD 4:000.000. 


SEÑOR DELGADO.- Con respecto a la cifra de USD 100:000.000 global como recaudación adicional 
por los ajustes al IRAE que están previstos en la Rendición de Cuentas, estamos de acuerdo que IRAE 
tiene, fundamentalmente, estas tres líneas: sueldos fictos patronales, pérdidas fiscales y ajuste por 
inflación. ¿Están en condiciones de desglosar cuánto se recauda por cada uno de estos tres Ítems? 


Aprovecho a realizar otra pregunta que quedó pendiente de vuestra comparecencia en 
Cámara de Representantes —estuvimos leyendo las versiones taquigráficas—, que tiene que ver con el 
IRAE y con el ajuste por inflación. 


El 30 de diciembre del año pasado, varias empresas fueron informadas de un decreto donde 
se cambiaba el ajuste por inflación. En realidad, todavía no sabemos cuánto se recaudó por ese 
decreto por el cual se cambiaron las reglas de juego. En oportunidad en que el señor subsecretario 
concurrió a Cámara de Representantes quedó en dar las cifras y quizá esta sea una buena oportunidad 
para saber cuánto recaudó el Gobierno adicionalmente en función de la modificación de las reglas de 
juego del IRAE. Esta consulta es paralela o adicional a las preguntas vinculadas a lo que se recauda 
desglosado por la modificación del IRAE en esta Rendición de Cuentas. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Continuo con la explicación que estaba dando y a través de la cual iba 

a llegar a desglosar los USD 100:000.000 —lamentablemente el señor senador Delgado está muy 
ansioso—, pretendiendo recordar lo que dije en mi comparecencia anterior. De esta forma, procuraré 
contestar ambas consultas. 


Los USD 100:000.000 tienen que ver con cambios en el IRAE y en el IRPF Categoría l, es 
decir, a las rentas de capital que están gravadas. En el caso del IRPF Categoría |, tenemos 
básicamente dos cambios. Uno de ellos es la alineación de tasas, donde estamos hablando de subir 
las tasas que están entre tres y cinco para alinearlas a la del 7%. Dado que corresponde a un universo 
pequeño, estamos hablando de un rendimiento recaudatorio del entorno de USD 4:000.000 o USD 
5:000.000. Además, tenemos la medida vinculada a la distribución ficta de utilidades, en la que el 
rendimiento recaudatorio por IRPF categoría | alcanzaría unos USD 65:000.000. Reitero lo que 
comentamos en la comparecencia anterior en el sentido de que allí estamos ante una norma antiabuso 
porque, según los análisis de la Dirección General Impositiva, se detectó que aproximadamente el 85% 
de las empresas del Uruguay que debían pagar IRPF categoría | por la distribución de utilidades, no lo 
hicieron desde 2007, es decir, desde que está vigente la reforma tributaria. ¿Por qué sucedió esto? 
Porque no terminaban de realizar el proceso formal de distribución de utilidades y los retiros se daban, 
por ejemplo, a cuentas de accionistas y demás. Entonces, básicamente allí estábamos frente a un caso 
de elusión, donde no se estaba pagando el IRPF vinculado a la distribución de utilidades. 


Por otro lado, tenemos la medida vinculada a la no deducción de sueldos fictos patronales y 
allí estamos hablando de un universo cercano a los USD 30:000.000. Si hacemos la cuenta con lo que 
he dicho hasta ahora podemos ver que estamos en el entorno de los USD 100:000.000 que comenté 
anteriormente. ¿Por qué? Porque como dije, el caso de la deducción de pérdidas fiscales de ejercicios 
anteriores tiene una recaudación tendiente a cero en cuanto a su efecto económico, ya que estamos 
frente a un caso de efecto financiero, puesto que lo que no se puede hacer en un año por el tope, pasa 
a ser deducible en el ejercicio anterior. 


En el caso del ajuste por inflación, no está dentro de ese rendimiento recaudatorio adicional 
porque, como anteriormente, estábamos frente a un caso donde la inflación en el Uruguay se ubicó en 
los últimos años por debajo del 10%, en general las empresas no aplicaron el ajuste por inflación. Lo 
que hizo el Poder Ejecutivo al 31 de diciembre de 2015 —y aquí tengo un matiz con lo expresado por el 
señor senador Delgado-, dentro de las reglas de juego y la normativa vigentes, fue ejercer su facultad 
de que cuando se está por debajo del 10%, el ajuste por inflación no se realizara. En la comparecencia 
anterior comentamos que Rentas Generales tuvo una recaudación adicional de aproximadamente 
USD 100:000.000, pero de esa cifra, entre USD 35:000.000 y USD 40:000.000 provinieron de las 
empresas públicas como UTE, OSE, ANTEL y, sobre todo, de los bancos públicos como el Banco 
República, el Banco Hipotecario, etcétera. Por lo tanto, el efecto neto sobre el sector privado fue algo 
así como USD 60:000.000, que no está dentro de este monto incremental porque fue una recaudación 
de 2015. Creo que esto responde las preguntas que se realizaron con respecto a este punto. 


SEÑOR DELGADO.- Obviamente que el concepto de si hay o no cambios en las reglas de juego es 
algo subjetivo, porque si bien la potestad estaba, también es cierto que no se utilizaba y se hizo incluso 
luego de que las empresas distribuyeran dividendos o emitieran los bonos. En lo personal, creo que 
hubo un cambio en las reglas de juego. Por primera vez empezamos a ver las cifras y en este caso 
estamos hablando de USD 100:000.000 de recaudación adicional. Si no entendí mal, hay un porcentaje 
importante, cercano al 40 %, determinado por la vigencia del decreto de los últimos días de diciembre. 


Cuando el señor subsecretario hizo uso de la palabra en función de las preguntas que 
formulamos junto con el señor senador Amorín, habló del IRAE y del IRPF, y mezcló algunos temas del 
IRPF que quizá no entendí y, si fue así, pido disculpas por anticipado. Incluso, se refirió al artículo 162 
—al cual no nos hemos referido aún—, por el que se grava con el 7% a los dividendos no distribuidos 
desde el 2007 a la fecha. Más allá de la discusión sobre los temas de la retroactividad tributaria y de la 
seguridad jurídica, el señor subsecretario mencionó que por ese concepto de gravar dividendos no 
distribuidos desde el 2007 a la fecha, se recaudaría adicionalmente US$ 65:000.000. Quería precisar la 
cifra porque, al menos en lo personal, no la había registrado leyendo las versiones taquigráficas 
anteriores. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Cuando hablamos de nuestra visita anterior, hacíamos referencia a lo 
que tenía que ver con las cifras de ajuste por inflación. En este caso, la recaudación adicional esperada 
por el cambio al que hacía referencia en última instancia el señor senador, involucra ese monto. 


SEÑOR AMORÍN.- Hice algunas preguntas que, si fueran contestadas, no entendí las 
respuestas, por los que las plantearé nuevamente. 


En primer lugar, tengo dudas sobre el fundamento por el cual se limita al 50% la posibilidad 
de deducir pérdidas de ejercicios anteriores. 


En segundo lugar, quisiera saber si esto sería de aquí para adelante o si tiene que ver con las 
pérdidas de ejercicios anteriores para aplicar en el ejercicio que viene. En este último caso, reiteraría lo 
ya expresado; sé que el ministerio ha sido especialmente cuidadoso en la defensa de la seguridad 
jurídica y no ha cambiado las reglas de juego, pero me parece que estaría entrando en un campo 
complicado. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Con respecto al fundamento, entendemos que este cambio normativo 
colabora con una deducción de las pérdidas más ordenada en el tiempo y, obviamente, también tiene 
que ver con aspectos recaudatorios. Por otra parte, la norma aplica para ejercicios cerrados a partir de 
la entrada en vigencia de este artículo. Por ejemplo, la enorme mayoría de las empresas del Uruguay 
comienzan su ejercicio el 1% de enero y lo terminan el 31 de diciembre. Entonces, cuando esa enorme 
mayoría de empresas cierre su ejercicio el 31 de diciembre de 2017, tendrá hasta abril del año 2018 
para hacer la liquidación del IRAE y en esa oportunidad tendrá limitada la deducción de las pérdidas de 
ejercicios anteriores al 50% de la renta generada. 


SEÑOR AMORÍN.- Entonces entendí bien. 


O sea que personas que tienen empresas que hayan sufrido pérdidas en estos ejercicios y 
tengan una utilidad en el ejercicio 2016, no van a poder deducir el 100% de las pérdidas que tuvieron. 
Es un cambio fuerte de las reglas de juego. Esto va en contra de lo que siempre ha dicho el ministerio, 
va en contra de la seguridad jurídica del Uruguay. 


El subsecretario ha dicho otra cosa que también me parece importante: que esto, 
obviamente, también tiene que ver con aspectos recaudatorios. Queremos saber cuál es la 
cuantificación —por decirlo de alguna manera-— de esa finalidad recaudatoria. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Hubo un pequeño error que puede llevar a conclusiones equivocadas. El 
señor senador Amorín hacía referencia a las rentas generadas en el ejercicio 2016. Como decíamos, la 
enorme mayoría de las empresas del Uruguay cierra su ejercicio el 31 de diciembre de cada año y esta 
norma entra en vigencia el 1% de enero de 2017. Por lo tanto, las rentas generadas en 2016 no están 
comprendidas. 


Como decíamos, esto puede tener un delta recaudatorio fundamentalmente en lo que refiere 
a ejercicios del año 2017. Pero esas pérdidas que no se dedujeron al ritmo que se venían deduciendo, 
quedarán pendientes para ser utilizadas y deducidas en el ejercicio siguiente y, por lo tanto, el delta 
recaudatorio sería negativo respecto al promedio. ¿Qué quiero decir con esto? Que si bien puede 
haber un aumento recaudatorio en el 2017, se vería compensado en menos en el mediano y largo 
plazo, a partir del año 2018. Por lo tanto, en el tiempo esta medida tiene un efecto, básicamente, 
financiero, no económico y, por ende, el efecto recaudatorio, finalmente, es de cero. 


SEÑOR AMORÍN.- ¿De cuánto es en el 2017? 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Tenemos alguna recaudación y podemos darla, pero hoy día es difícil 
saber cuánto serán todas las pérdidas generadas al 31 de diciembre del 2017, para aplicarles este 
concepto; esto no es muy predecible ni fácil de estimar. Tiene que ver con ciclos económicos que se 
van a dar entre lo que va de este año y el que viene por lo que, reitero, es realmente difícil de 
cuantificar. Sin embargo, específicamente quiero dejar constancia de que estamos hablando de una 
medida que en el mediano y largo plazo tiene efecto financiero pero no económico. 


Si no hay ninguna pregunta adicional respecto a los artículos vinculados al IRAE, 
continuaríamos con los vinculados al IRPF. Estamos hablando de los artículos 161 en adelante, para lo 
cual cedo la palabra al contador Fernando Serra, al tiempo que recuerdo que el artículo 162, que tiene 
que ver con la distribución ficta de utilidades, ya fue comentado y explicitada nuestra posición en la 
comparecencia anterior, oportunidad en la que además suministramos los informes jurídicos de 
destacados tributaristas: el doctor Andrés Blanco y el doctor Mario Ferrari, que tienen las máximas 


posiciones en el Instituto de Derecho Financiero, y el doctor Sebastián Arce, actual presidente del 
Instituto Uruguayo de Estudios Tributarios. Estos informes, precisamente, están vinculados a la no 
retroactividad de la norma que se está planteando. Por lo tanto, nuestra posición con respecto al citado 
artículo ya fue establecida, más allá de los comentarios que pueda haber al respecto. Como dije antes, 
cedo la palabra al contador Fernando Serra en lo referente a estos artículos vinculados al IRPF. 


SEÑOR AMORÍN.- Quisiera hacer una aclaración. 


Por supuesto que escucharemos con el mayor gusto al contador Serra, pero queremos 
hacer algunas referencias al artículo 162, pues nos parece central en todo este tema. En la 
comparecencia anterior dijimos que todavía no teníamos todos los elementos suficientes como para 
discutirlo, así que lo haremos hoy. 


Nada más, gracias presidente. 


SEÑOR SERRA.- El artículo 161 agrega un inciso al artículo 16 del Título 7 del Texto Ordenado 1996, 
incorporando en el IRPF el retiro de utilidades por parte de las empresas unipersonales. Como sabrán 
los señores senadores, hasta ahora ha estado gravado con IRPF el retiro de dividendos y utilidades 
que realizaban las sociedades de tipo comercial, lo que genera una asimetría cuando la actividad 
empresarial se desarrolla a título unipersonal. Lo que hace esta norma es equiparar el tratamiento 
tributario de las empresas unipersonales con las sociedades comerciales. Por tanto, cuando el titular 
de una empresa unipersonal retire utilidades que generó la actividad empresarial, van a estar gravadas 
por el Impuesto a la Renta de las Personas Físicas. 


Este artículo agrega una condicionante a los efectos de que no se grave el retiro de 
utilidades cuyas rentas subyacentes se generaron con anterioridad a la entrada en vigencia de la 
Rendición de Cuentas. Por tanto, se agrega una condición: «siempre que las rentas que le den origen 
se devenguen a partir de ejercicios iniciados desde el 1? de enero de 2017». 


Respecto al artículo 162, que agrega al Título 7 del Texto Ordenado de 1996, el artículo 16 
bis y 16 ter, nos remitimos a la comparecencia anterior donde el contador Álvaro Romano hizo la 
presentación correspondiente. 


El artículo 163 establece ajustes a las tasas provenientes de la renta del capital. En lo que 
refiere al Impuesto a la Renta de las Personas Físicas, tal como señalaba el señor subsecretario, 
armoniza la tributación de las rentas del capital llevándolas todas al 7%, salvo aquellas que provienen 
del exterior, de los rendimientos del capital mobiliario, que constituyen rentas de fuente extranjera, que 
quedan fijadas en el 12%. Eventualmente, las restantes rentas, dentro de las que señalamos que 
quedan fijadas al 7%, quedarían en el 12%. 


El artículo 164 refiere a la exoneración en la distribución de dividendos y utilidades que 
existen para las pequeñas empresas cuyos ingresos no superan los 4:000.000 de unidades indexadas. 
Esta norma exoneraba a las sociedades de tipo personal cuyos ingresos no superaban la cifra que 
mencioné, las que estaban exoneradas del IRPF por la distribución de dividendos y utilidades. 


Como expresáramos anteriormente, al pasar a estar gravado también el retiro de utilidades 
por parte de las empresas unipersonales, se agrega a este inciso las empresas unipersonales para que 
queden equiparadas a las sociedades de tipo personal. 


El artículo 165 sustituye el último inciso del literal C) del artículo 27, que es una norma que 
establece exoneraciones en materia de IRPF para el retiro de dividendos y utilidades. Esta disposición 
elimina la exoneración que actualmente tienen los retiros de dividendos y utilidades de las sociedades 
personales que prestan servicio de carácter personal independiente. Para que no tenga efectos 
retroactivos se agrega la condicionante de que esta exoneración alcanza exclusivamente a las 
utilidades derivadas de la prestación de servicios personales, siempre que las rentas que le dieron 
origen se hayan devengado en ejercicios cerrados hasta el 31 de diciembre de 2016. Quiere decir que 
se mantiene la exoneración por las rentas generadas hasta esa fecha, y las rentas generadas que se 
pasen a generar a partir del 1? de enero de 2017 estarán gravadas por el IRPF. 


El artículo 166 introduce una modificación en las tasas y escalas del Impuesto a la Renta de 
las Personas Físicas. 


El artículo 167 establece una modificación en la deducción en materia de liquidación del 
IRPF. Establece que para determinar el monto total de la deducción los contribuyentes aplicarán a la 
suma de los montos deducibles la tasa del 10% si sus ingresos nominales anuales son iguales o 
inferiores a 180 BPC, y la tasa del 8% para los restantes casos. A tales efectos, agrega la norma, no se 
considerará el sueldo anual complementario ni la suma para el mejor goce de la licencia. Quiere decir 
que esta comparación con las 180 BPC anuales se hace sin tomar en consideración el aguinaldo y el 
salario vacacional. 


Con esto hemos relatado los artículos vinculados al IRPF. 


SEÑOR DELGADO..- En verdad, resulta difícil seguir el análisis expuesto sobre tantos artículos. No 
olvidemos que estamos considerando una de las partes más importantes de esta rendición de cuentas, 
que es la vinculada a los recursos. 


Trataremos de ir en orden. 


El artículo 161 incluye dentro de los contribuyentes al IRAE a las empresas unipersonales y 
el contador Serra señaló a partir de qué ejercicio se inicia esto. Me imagino que se tendrá una 
proyección en función de la situación actual y, justamente, la primera pregunta es cuánto se proyecta 
recaudar. 


Con respecto al artículo 162, la verdad es que tenemos números muy diferentes. 
Seguramente, los asesores del Ministerio de Economía y Finanzas discutirán las cifras que vamos a 
manejar, pero a nosotros nos da que es mucho más lo que se va a recaudar por la aplicación de este 
artículo vinculado a los dividendos no distribuidos desde 2007 a la fecha. Ustedes hablaron de USD 
65:000.000 y nuestra cifra es muy superior, por lo que nos gustaría entender esa diferencia. 


Teniendo en cuenta los datos de la Dirección Nacional Impositiva, la renta neta fiscal 
teóricamente objetivo de ese 7%, de 2007 a 2013 es de USD 19.000:000.000. Según lo que ustedes 
expresaron, las empresas distribuyeron un 15%, por lo que la renta objetivo teórica —obviamente, sin 
deducción de inversiones— a nuestro juicio sería de USD 16.200:000.000. Estamos hablando de otros 
datos de renta objetivo teórica sobre la que se aplica este artículo y la diferencia que tenemos sobre lo 
que se va a recaudar es enorme. Quizás se deba a que partimos de un supuesto equivocado. 
Entonces, lo primero que queremos preguntar es cómo se llega a la cifra de USD 65:000.000. Reitero 
que no voy a entrar en la discusión de la retroactividad tributaria ni de la seguridad jurídica, que 
obviamente surge de este tema, sino que quiero ir a los números crudos y duros de la renta objetivo, a 
cuál sería esa renta sin deducción de inversiones. No sé si partimos de la misma base y llegamos a 
números diferente o si partimos de bases diferentes por lo que, insisto, la primera pregunta es cómo 
se llega a la cifra de USD 65:000.000 de recaudación. 


Además, si se establece un mecanismo de facilidades es porque, obviamente, hay un 
objetivo; por algo se establece un mecanismo de facilidades. Quisiera saber cuál sería el mecanismo 
que se ofrece para esta situación de USD 65:000.000 y no se ofrece para todo lo que viene vinculado 
al IRPF, categoría Il, que es del orden de los USD 160:000.000. ¿Son situaciones diferentes y en una 
damos facilidades? El tema radica en que parto de una cifra objetivo que es realmente muy distinta a la 
que maneja el Poder Ejecutivo. Por tanto, quisiera que se nos explicara cómo se llegó a la cifra de USD 
65:000.000 adicionales de recaudación cuando a nosotros nos da una cifra bastante mayor. 


SEÑOR AMORÍN.- Coincido con el señor senador Delgado. Las cifras a las que llegaron nuestros 
asesores —no quien habla—- son mayores a USD 65:000.000. Ellos intentaron calcular a cuánto 
ascienden las deducciones por inversiones en activos fijos —que me parece que es importante— y 
arribaron a una cifra cercana a los USD 100:000.000, pues tomaron en cuenta específicamente todas 
las deducciones por inversión en activos fijos. 


Los profesores en la materia, amigos y abogados, que me asesoran, me señalaron que esto 
es retroactivo, pero en fin, esa es una discusión que se dará en otro lado. Valoro que se nos haya 
acercado tres informes que digan lo contrario. Pero, naturalmente, yo también soy abogado, aunque no 
especialista en esta materia, y sé que suele haber dos bibliotecas. No cabe duda de que 
económicamente es retroactivo. Jurídicamente lo podremos discutir, pero económicamente es 
retroactivo porque desde el 2007 hasta hoy me están diciendo que tengo que pagar algo que no pagué. 
Me dicen que un 85% de las empresas que no distribuyó utilidades, así que supongo que muchas de 
ellas las sacaron por otro lado, para hablar claro. Es posible. Es posible que algunas de ellas hayan 
tenido otra forma de retirar esas utilidades y no pagaron ese 7%. Me parece que para ellas esta norma 
tendría sentido. Ahora bien; hay otras que no las retiraron; hay otras que pusieron las utilidades en el 
giro de la empresa y la empresa creció. Pagaron el 25% por las utilidades y el resto está en el giro de 
la empresa. Es una empresa que creció y nadie sacó un peso de utilidades, más allá de los sueldos, 
naturalmente. De utilidades no sacaron nada y van a tener que pagar la retroactividad económica. 
¿Eso es justo? ¿Está bien? El principio de igualdad es constitucional pero, ¿cómo se aplica en este 
caso? Esto que estoy diciendo lo conversé con muchos contadores que trabajan en estos temas; les 
voy a ser franco, algunos me dijeron: «Mirá, se la llevaron. Yo tengo algunos clientes que sacaron y no 
pagaron nada». Y otros me dijeron que hay muchas empresas familiares que crecieron y no sacaron un 
peso. Pusieron todo en el giro del comercio, en el giro de la empresa y no sacaron nada, y van a tener 
que pagar ocho años por el 7% que no sacaron nunca. ¿Eso está bien o está mal? ¡Está mal! Viola 
principios básicos. Pongamos como ejemplo a un accionista minoritario y a una empresa que resuelve 
no distribuir utilidades. La persona no cobra nada, no agarra un peso y, sin embargo, tiene que pagar el 
7% de ocho años como si hubiera cobrado. ¿Está bien eso o está mal? ¡Está mal! 


Me parece que hay que cuidarse de este apetito recaudador que ha venido de golpe. Desde 
mi punto de vista, estas son cosas negativas. Es claro que alguien a quien no le pagaron no debe 
pagar, por aquello de la igualdad ante las cargas tributarias. En todo caso, esto es una especie de 
impuesto a resultados acumulados. Es nuevo; no es el IRPF. Porque muchos no lo cobraron. Reitero: a 
mí me parece que en estos temas debemos andar con mucho cuidado. ¿Que muchos retiraron y no 
pagaron el 7%? Seguramente. ¿Que muchos no retiraron nada y les van a cobrar? Seguramente, por 
lo cual es una norma totalmente injusta. 


No voy a discutir el tema constitucional que será discutido en su momento; no voy a ser yo el 
que lo discuta. Sobre si es retroactivo jurídicamente o no, hay dos bibliotecas, pero nadie me puede 
negar que es retroactivo económicamente, es obvio. Están pagando ocho años para atrás y muchos no 
cobraron un peso. Con total franqueza les digo: me parece que es injusto y que está mal redactado. La 
Dirección General Impositiva tendrá que ver y tendrá que buscar a aquellos que retiraron y que no 
pagaron. Seguramente los hay y muchos, pero no podemos hacer tabla rasa con todos. Muchos de 
ellos seguramente nunca retiraron un peso. 


SEÑOR BORDABERRY.- Quiero sumarme a la visión del señor senador Amorín. Creo que hay valores 
que el Uruguay ha tenido siempre, tales como la previsibilidad, la certeza, la seguridad jurídica, la 
seguridad en los negocios y también en la inversión. 


Todos estos cambios abruptos de reglas tienen lugar en un momento de escasez económica 
—es la verdad—, se dan en un momento en el cual el Gobierno necesita dinero. Y no es un buen 
mensaje, como tampoco es buena la forma en la que se hace. Nadie discute la posibilidad de aplicar 
normas hacia el futuro; se cambia y se cambia, pero en este caso, el cómo se hace es tan importante 
como el por qué. 


Hace un rato el subsecretario decía —con razón— que actuó legalmente cuando dictó el 
decreto del 28 de diciembre que eliminó el ajuste por inflación para ese período. Sí, claro, pero faltaban 
tres días. Todo el mundo sabía que lo podía hacer, pero nunca lo había hecho, y faltando tres días lo 
encajó y recaudó USD 60:000.000. Los números nuestros nos dan más, pero, bueno. Y ahora el 
mensaje es: «No vamos a aplicarlo nunca más. Eso está en la ley; los últimos treinta y seis meses, 
olvídense». Bueno, por lo menos tiene la sensatez de la previsibilidad, o sea que ya no hay más 
ajustes por inflación. 


Sin embargo, en el caso del artículo 162 el mensaje es particularmente malo. No olvidemos 
que uno de los grandes cambios de la reforma tributaria del año 2007 fue la rebaja de la tasa del 
impuesto a la renta; estaba en un 30% y se bajó a un 25%, y después se gravó el retiro de dinero por 


parte de socios accionistas a una tasa del 7%. «¿Con qué motivo?», se preguntó en aquel entonces. 
Para incentivar a que las ganancias obtenidas quedaran dentro del ámbito empresarial. O sea que la 
propia ley, promovida por el actual ministro de Economía y Finanzas, dijo: «Voy a bajarles del 30% al 
25% y voy a gravarles al 7%»; creo que eso daba un 31%, en realidad no recuerdo muy bien cuál era 
la consecuencia económica. Pero ¿qué es lo que se estaba diciendo con las normas? «No retiren, 
déjenlo, reinviertan». Eso fue lo que se les dijo. Entonces, muchos hicieron uso de esa opción y 
retuvieron las ganancias de las empresas, o las dejaron, previendo las coyunturas que pudiera haber. 
Otros, como se dijo, se aprovecharon de la norma; o sea, no evadieron sino que eludieron, y la elusión 
es muy distinta a la evasión. 


Después de que se incentivó todo esto, después de que con instrumentos tributarios se les 
dijo que no retiraran, hoy, en época de escasez, se les dice: «Les cambio las reglas», pero no de ahora 
en adelante —porque se puede decir que de ahora en más esto cambia, «sepan que a partir de ahora 
vamos a gravar fictamente»—, no, las reglas se cambiaron pero desde el 2007. O sea que lo que alentó 
la propia ley del año 2007, hoy se está castigando; y eso, más allá de creer que es inconstitucional, 
más allá de eso, es un pésimo mensaje. Es pésimo, porque hay que tener en cuenta que cuando el 
país enfrentó momentos muy duros, no hizo esto. Y hoy, en momentos complicados en los que hay que 
recurrir a algo —sin lugar a dudas— para ver cómo se puede paliar el déficit fiscal, el mensaje es: «¿Se 
acuerdan de que les dije esto? Bueno, ahora les digo otra cosa, y se los digo para atrás». Eso es muy 
malo, más allá de la discusión jurídica y constitucional, que estoy dispuesto a dar. Creo que eso es lo 
malo, y creo que debería reverse. 


Además, hay un artículo —el 161-— que se agregó en la Cámara de Representantes para dejar 
claro que no era retroactivo. Creo que debieran observar, la DGl y sus asesores, cómo pueden 
diferenciar claramente entre quien respondió al incentivo que traía la ley y quien no lo hizo. Además, 
considero que debieran analizar si lo pueden hacer hacia adelante y no hacia atrás porque va a afectar, 
sin lugar a dudas, el clima de los negocios y las certezas, lo que en estos momentos es mucho más 
importante de lo que imaginamos. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Más allá de las discusiones del artículo, estamos entrando en el terreno 
de las opiniones, lo cual está bien. Nosotros tenemos la nuestra y los señores senadores una diferente; 
hoy no pretendemos cambiar eso. Sí queremos hacer algunas aclaraciones. 


El senador Amorín hablaba de una cifra bastante más cercana a la que suministramos 
nosotros, no así la que comentaba el senador Delgado. Obviamente, en esa cifra estaban hechas 
algunas deducciones de activo fijo. Recordemos que la norma establece las deducciones de todo lo 
que tiene ver con las inversiones en intangibles. Por lo tanto, a nosotros nos da un número —que es el 
que suministramos— y por ello estamos hablando de diferencias bastante menores con respecto a lo 
que es la recaudación estimada. En ese caso, la DGI realiza esto no solo con números globales, sino 
viendo caso a caso, empresa por empresa de acuerdo al cumplimiento tributario que se había 
establecido y, además, tomando en cuenta la posibilidad de acogerse a las facilidades de pago. En 
consecuencia, entendemos que eso se distribuye de la forma como lo comentamos. 


Por otra parte, ha sido preocupación de este ministerio mantener la certeza jurídica y la 
previsibilidad. Ahora bien, cuando hablamos de certezas y cumplimientos de los pactos establecidos — 
en este caso, en lo que tiene que ver con la materia tributaria—, nos referimos tanto del lado de la 
administración como de los contribuyentes. Cuando dije que el 85% de las empresas no pagaba el 
IRPF por la distribución de utilidades, no estaba haciendo referencia al total de las mismas, sino 
específicamente a las que tuvieron utilidades. Entonces, me costaría creer -si bien puede haber algún 
caso-—, que las empresas que funcionan con un fin de lucro, partiendo de la base que eso es legítimo y 
saludable —aspecto además absolutamente entendible y compartible—, desde el año 2007 a la fecha, 
nunca hubieran obtenido utilidades que distribuir. No estamos hablando de que no distribuyeron en un 
año y sí en otro. Esto lo quiero precisar. Hablamos de empresas que desde el 2007 al 2015 nunca 
distribuyeron utilidades. Me cuesta creer, entendiendo la lógica empresarial que supone, como ya lo 
dije, el legítimo y compartible ánimo de lucro, que en ningún ejercicio durante diez años se hayan 
distribuido las utilidades. Creo que estamos hablando o razonando por la excepción. Podemos 
entender y me parece absolutamente lógico, que en uno, dos o tres años no se distribuyan utilidades, 
pero no que durante diez años no se distribuyan utilidades habiéndolas generado. Por lo tanto, en la 
enorme mayoría de los casos estamos ante empresas que generaron utilidades y que las retiraron por 
mecanismos que no contemplaban la distribución formal de utilidades, de manera de eludir el pago del 


7% del Impuesto a la Renta de las Personas Físicas. ¿Esto genera retroactividad en términos 
económicos? Creo que no, porque la obligación de pagar el 7% está vigente desde la reforma tributaria 
y eso no se pagó, cuando habría que haberlo hecho cada año en que se distribuyeron utilidades. 
Reitero: no lo hicieron. Por lo tanto, no estamos frente a un caso donde se estén cambiando las reglas 
de juego; por el contrario, justamente lo que no hubo por parte del 85% de las empresas fue el 
cumplimiento de las reglas de juego establecidas. 


(Dialogados). 
SEÑOR AMORÍN.- Quisiera hacer un comentario para ayudar al señor Subsecretario. 


Él dice que es razonable que durante uno, dos, tres o cuatro años no haya distribución de 
utilidades, pero van a tener que pagar igual. Hay otros que no distribuyeron nunca y me consta. Hay 
empresas donde los socios son gerentes que tienen un muy buen ingreso, obtienen utilidades 
importantes y pagaron el 25%; invirtieron todo en el giro de la sociedad, de la empresa que fue 
creciendo. ¡Hay muchos casos de esos! 


Hay otro casos en donde —comparto lo que dice el señor Subsecretario— la sacaron como 
pudieron. ¡Es obvio que esto es así! Sin embargo, acá estamos emparejando a todos y vamos a hacer 
pagar este impuesto a gente que nunca recibió un peso por este concepto. ¡Eso es lo que está mal! 


¿Vio cómo lo ayudé? 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Agradezco enormemente la ayuda del señor senador, aunque noto cierta 
ansiedad que no me deja terminar mi exposición. 


Reitero que los casos en los cuales durante diez años no se retiren utilidades son complejos. 
Y podría ser motivo de otra discusión muy interesante ver los casos de las empresas donde no se retira 
el dinero y, en realidad, una forma de hacerlo es a través de los sueldos gerenciales, porque cuando 
vamos a analizar cómo se contrata y lo contrastamos con los datos del mercado, comprobamos que se 
trata de sueldos bastante más elevados. 


En algunos casos —para que valga la aclaración al señor senador Amorín y quede constancia 
en la versión taquigráfica— no se pagaba IRPF porque tomaban lo que tenía que ver con el sueldo ficto; 
por eso también estamos haciendo el otro ajuste de normas. Es decir que no todos pagaban IRPF. 


Estamos ante situaciones diferentes. Por ejemplo, ¿es razonable que una empresa invierta 
en activo fijo o en intangibles? Justamente, hay empresarios que invirtieron en la empresa y el mensaje 
era: «si se invierte, no pagan el 7% de distribución de utilidades». Es por eso que a la hora de calcular 
el dividendo ficto, en este artículo se admite lo que tiene que ver con la inversión en activo fijo y en 
intangibles. En consecuencia, el discurso está alineado, no cambió. No se está gravando a la renta 
generada; estamos hablando de lo que tiene que ver con la deducción de las inversiones que se hayan 
realizado. Por lo tanto, creo que no estamos vulnerando ni cambiando el discurso; por el contrario, 
estamos generando una norma antiabuso porque, reitero, parte del pacto de cumplimiento de la norma 
tributaria no fue cumplido por el lado de los contribuyentes. 


Esa es la opinión —compartible o no- del Poder Ejecutivo con respecto a este artículo. 


SEÑOR DELGADO.- Obviamente partimos de números diferentes, tenemos opiniones distintas y no 
nos vamos a convencer. 


Seguimos sin saber cuál es la renta objetivo sobre la cual hicieron los cálculos, por lo menos 
en el período considerado, porque a nosotros nos da mucho más de lo que dice el señor Subsecretario. 


Si se trata de una norma antiabuso, ¿por qué no vino en la ley de Presupuesto del año 
pasado o en otras circunstancias? Estamos hablando de que esto tiene efecto retroactivo al año 2007, 
pero lo tomamos al 2013 por los tres años que se establecen de ejercicio. 


Por otro lado hay una pregunta que quedó pendiente y es la siguiente. ¿Cuánto estiman de 
recaudación en función de gravar con IRAE las utilidades retiradas por titulares de empresas 
unipersonales? Si bien eso, a diferencia de lo anterior, no es retroactivo, sino a futuro, me imagino que 
tendrán una proyección en función del mapa económico actual. Quizás para el director de impositiva 
sería una pregunta para hacerle, para tener un estimativo de cuánto piensa recaudar. 


SEÑOR AMORÍN.- No es para que me contesten, sino que simplemente quiero hacer un comentario. 
Nosotros entendemos, y nos parecería razonable —por supuesto que no vamos a votar el aumento de 
impuestos—, que si en una situación extraordinaria del país se pone un aumento de impuestos que no 
estaba previsto —este aumento del IRPF no estaba previsto, sino que se trata de una situación muy 
compleja y le pedimos un sacrificio a nuestros compatriotas para que aporten más—, entonces cuando 
pase esa situación compleja este impuesto debería volver a lo que era. 


Era eso lo que quería decir, señor presidente. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Valoro el aporte y la tenacidad del senador Amorín, pues esta pregunta 
ya la contestamos en la comparecencia pasada. Mantenemos una línea de coherencia y, por lo tanto, 
nos referimos a la respuesta dada anteriormente. 


Quisiera cederle el uso de la palabra al contador Fernando Serra, director de la asesoría 
tributaria. 


SEÑOR SERRA.- Señor presidente: quería hacerle una aclaración al señor senador Delgado con 
relación a que sus números no le cierran. 


Queremos significar que la base de cálculo de este gravamen que, como decíamos en la 
sesión pasada, constituye un adelanto a cuenta del IRPF real, que se va a devengar en el futuro —y por 
eso reafirmamos que no tiene carácter retroactivo, sino un efecto financiero que se va a imputar al 
momento en que se distribuyan los dividendos en forma real-, tiene dos componentes. Por un lado, 
como bien decían los señores senadores, tenemos la sumatoria de las rentas netas fiscales 
acumuladas desde la entrada en vigencia del nuevo sistema tributario, a las cuales se le van a deducir 
las inversiones en otras empresas, las inversiones en activos fijos y las inversiones en bienes 
intangibles, siempre que se identifique al enajenante, como establece la norma. Ese es uno de los 
componentes de la base de cálculo. 


El otro componente de la base de cálculo, para que este número no exceda lo que 
potencialmente se puede distribuir, son los resultados contables acumulados, y eso funciona como un 
tope en la distribución. Entonces, este número se debe comparar con los resultados contables 
acumulados, también desde la fecha de entrada en vigencia del nuevo sistema tributario. ¿Qué 
sucede? Si la empresa reinvirtió e hizo las cosas como debía, debió haber capitalizado esos resultados 
contables acumulados, y eso no se toma en cuenta en la base de cálculo. Por lo tanto, repasando el 
segundo componente tendríamos resultados contables acumulados desde la entrada en vigencia del 
sistema tributario, menos las capitalizaciones que se efectuaron hasta el 31 de diciembre del 2015 — 
como establece la norma—, porque para evitar que con los libros abiertos se puedan hacer eventuales 
maniobras no se va a permitir que se computen los aumentos de capital a partir del 1.9 de enero del 
2016. Ese número no puede calcularse con relación a las declaraciones juradas de la DGI, porque le 
está faltando el otro componente, el primordial, que es la regla de tope, que no puede superar los 
resultados contables acumulados, considerando todos los aumentos e integraciones de capital que se 
hicieron formalmente hasta el 31 de diciembre del 2015. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Es por eso, señor presidente, que quería hacer dos comentarios para ir 
cerrando nuestra participación en este artículo. Primero, cuando estamos hablando que se toma en 
cuenta este tope de resultados acumulados y de capitalizaciones, eso también va en la línea de 
mantener coherencia y el mismo discurso con respecto a lo que tiene que ver con una política de 
promoción de reinversión en la empresa. Ahí, específicamente, se está tomando esto en cuenta. Y 
como ese tope de resultados acumulados surge de los libros de las empresas, el cálculo es 
micro-micro. Es decir que no surge de aplicar una determinada regla a una bolsa general —que según 
tengo entendido fue un poco la lógica, más allá del número que estaba expresando el senador 
Delgado-—, sino que hay que ir a una simulación micro, empresa por empresa, en función de los niveles 


de cumplimiento que cada empresa tuvo. Creo que eso explica bastante bien lo que pueden ser las 
diferencias con respecto a los números que manejaba el senador Delgado. 


SEÑOR DELGADO.- Reitero la pregunta sobre el artículo 161: ¿cuál es la proyección de recaudación? 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Esto forma parte de los USD 65:000.000 o USD 66:000.000 que 
decíamos tienen que ver con aspectos vinculados a la distribución de utilidades. 


SEÑOR BORDABERRY.- Según la experiencia de la DGI, ¿cuál es la forma habitual para burlar la 
distribución de utilidades o dividendos? 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Una de las más utilizadas tiene que ver con el retiro a cuenta de 
accionistas. 


SEÑOR BORDABERRY.- ¿Los préstamos no están gravados a una tasa muy importante? 
SEÑOR SUBSECRETARIO.- No en todos los casos. 


SEÑOR BORDABERRY.- Tengo entendido que sí. ¿Qué sucede en esos casos? Son préstamos que 
están gravados a una tasa del 25%. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Cuando el préstamo está a nombre de una sociedad local, está gravado, 
pero si está a nombre de una sociedad offshore paga el IRNR a una tasa muchísimo más baja y si la 
offshore está en un paraíso fiscal, no paga nada porque está considerada como renta de fuente 
extranjera. Por lo tanto, esto sale mucho más barato que hacer la distribución de utilidades. 


Por eso, dentro del articulado que el Poder Ejecutivo envió al Parlamento en el proyecto de 
ley de transparencia fiscal, se hacen cambios en lo que tiene que ver con el tratamiento impositivo 
vinculado a sociedades de jurisdicciones de baja o nula tributación y se corrige este aspecto. Nos 
pareció pertinente tratar este tema en ese proyecto en el que hay varias normas anti abuso vinculado a 
sociedades de baja o nula tributación. 


SEÑOR BORDABERRY.- En esa situación estaríamos ante casos de evasión y obviamente que la DGI 
debería actuar. Creo que aquí deberíamos tener en cuenta el principio de la primacía de la realidad. Si 
se constata el uso de sociedades anónimas con fines que no se corresponden con aquellos para los 
cuales fueron creadas, hay una posibilidad de acción. 


Por eso creo que si el fin es ir contra esto, aprobar normas aquí y aprobar normas allá no es 
lo mejor; deberíamos tener algo más estructurado. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- El hecho de que se utilice una sociedad legítima —porque no es ilegal 
tener una sociedad en un paraíso fiscal- está más vinculado a aspectos de elusión que de evasión, 
propiamente dicha. Entendemos que con estos cambios normativos y con los que se complementan en 
el proyecto de ley de transparencia fiscal, se están corrigiendo estos aspectos. 


SEÑOR BORDABERRY.- Hay cantidad de sentencias no solamente en lo que refiere a la actuación de 
la potestad tributaria del Estado sino también en el ámbito civil en el Uruguay desde hace cuarenta 
años; desde la teoría del disregard of legal entity hasta las normas de la ley de sociedades comerciales 
plantean correr el velo de estas sociedades para ir a la realidad. Este precisamente es un caso de 
utilización de sociedades en que la DGI ni siquiera necesitaría de una ley para ir al fondo del asunto. A 
mi juicio, sin lugar a dudas, debería hacerlo. 


SEÑOR DELGADO.- En la misma línea que el señor senador Amorín y para ayudar a un rápido 
trámite, solicitaría al equipo económico que antes de que se vote la Rendición de Cuentas en Comisión 
nos envíe los datos de lo que se va a recaudar por concepto del artículo 161, que se aplica en los 
ejercicios iniciados a partir de enero de 2017. Esto tiene que ver con lo recaudado o proyectado 


recaudar en el artículo 162, que tiene que ver con dividendos no distribuidos del 2007, o sea, hacia 
atrás. Creo que son cosas diferentes. Seguramente hoy no tienen la proyección de esta cifra, pero por 
lo menos la pueden hacer llegar a la comisión. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Antes de ceder el uso de la palabra al contador Fernando Serra, quiero 
decir que en muchos casos, para que la administración tributaria pueda descorrer o correr el velo que 
se establece para llegar a la realidad, tiene que contar con la información. Este es un motivo adicional 
para acompañar la ley de transparencia fiscal que pretende llegar hasta el beneficiario final de las 
sociedades. Actualmente, si un empresario uruguayo, con una sociedad uruguaya, genera una 
sociedad en una panameña que tenga un préstamo asociado a una empresa local, la DGI -la 
administración tributaria- no puede saber de quién es la panameña. Sin embargo, con los cambios que 
estamos proponiendo sí se podrá saber. Este aspecto también tiene que ver con que Uruguay pueda 
establecer una mayor red de convenios de intercambios de información —esto a través de un artículo 
votado la semana pasada en la Cámara de Representantes y que también ponemos a consideración 
del Senado en estos días—, con aproximadamente 100 países que ya lo suscriben. 


Solicito al presidente que el señor Serra haga uso de la palabra. 


SEÑOR SERRA.- Con respecto a los dichos del señor senador Bordaberry quiero hacer una 
aclaración. En este caso no estamos ante una situación del principio de la realidad económica o de 
aplicación de la teoría del disregard. 


Genuinamente una sociedad anónima uruguaya o una sociedad de responsabilidad limitada 
puede efectuar un préstamo al exterior, que puede ser triangulado en forma instrumental a través de 
una offshore o efectuado por una sociedad alemana o francesa con transparencia total y en forma 
genuina —como decía el subsecretario—-, pero eso no genera rentas nacionales porque no están 
gravadas por el impuesto a la renta nacional. O sea que estamos ante una inversión de tipo genuina y 
admitida por nuestra legislación. 


El problema es cuando se utiliza en forma instrumental esta sociedad de tipo offshore, donde 
se combina la opacidad —cuando no se conoce quién es el inversor— con la baja tributación. Allí es 
donde tenemos un problema con relación a lo que el señor senador preguntaba: ¿cómo se pueden 
hacer retiros de utilidad sin declarar? Lo que se hace generalmente en todo el mundo, no solo acá en 
Uruguay, es operar a través de préstamos triangulados por medio de paraísos fiscales, donde el sujeto 
tiene un préstamo de esa entidad offshore y no paga en ningún lugar del mundo por el retiro de 
utilidades. 


Entonces, reitero, no estamos ante un problema que se soluciona con la aplicación del 
principio de la realidad, ni con la aplicación de la teoría del disregard, como señalaba el señor senador. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Comentamos los artículos vinculados al IRPF y luego los relativos al 
Impuesto a la Renta de no Residentes, IRNR. 


El artículo 168 es espejo al IRPF, vinculado a dividendos y utilidades fictos, por cuanto la 
explicación es exactamente la misma. 


En el artículo 169 estamos frente a la misma alineación de tasas que había para el IRPF 
categoría l, para el caso del Impuesto a la Renta de no Residentes. El último párrafo de este artículo 
169 sí es diferente, en cuanto a las tasas de rentas de capital, y se establece una norma vinculada a 
las sociedades de baja o nula tributación, donde las rentas obtenidas por este tipo de sociedades en 
Uruguay pasan a estar grabadas al 25 %, justamente para equipararlas a las sociedades locales, 
desincentivando la utilización de sociedades de paraísos fiscales. 


SEÑOR DELGADO.- Considero sano terminar con el tema relativo al IRPF para luego abordar las 
rentas de capital. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- De acuerdo, señor senador. 


SEÑOR DELGADO.- Queremos tratar de conciliar números con el equipo económico sobre cuánto se 
estima será la recaudación por el aumento de las tasas de IRPF a partir del nuevo gravamen de las 
personas que perciben una retribución nominal de $ 50.100. Recuerdo que sobre este tema se habló, 
en términos generales, en la anterior comparecencia, pero ahora nos gustaría avanzar más. En este 
sentido, consultamos no solo sobre la recaudación, sino sobre cuánto tienen estimado por limitación de 
deducciones y cuánto de eso —si disponen del número-— estaría imputable a aquellos que ganan menos 
de la cifra de quiebre nominal que maneja el proyecto de ley de rendición de cuentas para incrementar 
las tasas de IRPF, esto es, los que ganan menos de $ 50.100 nominales por tope de deducciones. 


SEÑOR SUBSECRETARIO..- En el caso del IRPF Categoría ll —referida al Impuesto a la Renta de las 
Personas Físicas vinculadas a la categoría del trabajo—, la recaudación se ubica en el entorno de los 
USD 280:000.000 o USD 285:000.000. Nosotros estimamos que el efecto neto que tenía sobre ese 
universo de contribuyentes era de USD 235:000.000 —tal como lo establecimos en la presentación-, 
porque esa medida la concebimos en conjunto con la rebaja de dos puntos del IVA, que apareja una 
resignación fiscal de aproximadamente USD 50:000.000. 


Tal como fue expuesto en la presentación que realizamos en nuestra comparecencia anterior, 
toda las medidas vinculadas a los cambios en materia de IRPF, ya sea de aumento de tasas del IRPF, 
de aumento de tasas del lASS —artículo que finalmente fue desglosado—, así como las modificaciones 
en las deducciones, tienen un impacto redistributivo positivo, es decir que todas colaboran con la 
redistribución de la riqueza de nuestro país. Todas estas medidas —que fueron suministradas a los 
señores senadores- tienen un impacto positivo sobre el Índice de Gini, como lo tiene también la 
modificación de las deducciones, habida cuenta de que la mayor parte del impacto de las deducciones 
está puesta en la deducción de las cargas de seguridad social, que son mayores en quienes más 
ingresos poseen. Entonces, al generar esa limitación, el mayor impacto es sobre quienes tienen 
mayores ingresos. Por lo tanto, a través de esta medida, estamos generando también un impacto 
redistributivo positivo. 


Más allá de que con gusto luego podremos suministrar cuál es el discrimen de estas medidas 
en particular, podemos decir que el efecto combinado de las medidas del IRPF Categoría Il, de USD 
285:000.000 con la resignación fiscal de USD 50:000.000 en el caso de la reducción de la tasa del IVA 
en dos puntos, llevándolo a la tasa más baja del IVA de los últimos cuarenta años, nos permite tener un 
efecto neto recaudatorio de USD 235:000.000. 


SEÑOR DELGADO..- Deseo corroborar que los datos que manejo son correctos. 


Entre los USD 280:000.000 o los USD 285:000.000 que incluirían en el impacto de esta 
medida por el aumento de la tasa del IRPF —después nos referiremos a los USD 50:000.000 de 
resignación fiscal por el tema del IVA-, aproximadamente USD 80:000.000 están vinculados a la 
limitación de las deducciones. ¿Es así? 


En realidad, para aquellas personas que tienen un sueldo nominal que ronda el quiebre — 
$ 50.100 es aproximadamente la cifra establecida en esta esta rendición de cuentas—, el impacto del 
tope de deducciones estaría bastante limitado a no más de US$ 8:000.000. Deseo saber si esto es 
verdad, es decir, si estas son las cifras que maneja el Ministerio de Economía y Finanzas. 


Reitero, USD 280:000.000 de recaudación adicional por el aumento de tasas del IRPF y, a su 
vez, por limitación de las deducciones. Dentro de ese monto, hay USD 80:000.000 vinculados al tope 
en las deducciones. ¿Es correcto? 


Repito los conceptos porque parece que no nos estamos entendiendo y pregunto para 
reafirmar algunos cálculos que hemos hecho y ver si coincidimos. El incremento es de US$ 
280:000.000 por concepto de IRPF, de los cuales USD 80:000.000 son por tope de deducciones. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Acerca de cuál es el impacto por tramos de ingresos, la información está 
especificada en la exposición de motivos de la rendición de cuentas a partir de la página 134. Allí figura 
la información referida a cómo impacta en el tramo de ingresos. 


En cuanto al peso específico de las deducciones en la recaudación, le suministraremos la 
información al señor senador Delgado luego de que sea procesada. 


SEÑOR HEBER.- Quería hacer referencia al artículo 167, que alude a las deducciones. El artículo 166, 
que refiere al aumento de las tasas, lo discutiremos en su momento en el Plenario —no creo que sea 
bueno adelantar un debate político que vamos a tener cuando se traten estos temas—, pero sí deseo 
aprovechar la presencia del equipo económico para hablar del criterio del artículo 167 acerca del monto 
total de las deducciones. 


Justificada o no, se puede entender la necesidad de recaudación de la administración sin 
desvirtuar los instrumentos. Hemos cuestionado este impuesto a la renta desde que se ha planteado 
en función de que es más impuesto a los ingresos que a la renta. Siempre tuvimos la aspiración de 
avanzar en lo que pueden ser las deducciones. Es más; en parte de la campaña electoral se prometió 
la posibilidad de deducir gastos esenciales, como los hijos a cargo, el Fonasa y el costo de la 
seguridad social. Es necesario y hasta entendible que el Estado no sea simplemente un recaudador 
sino que comprenda la situación de los sectores de más bajos ingresos. 


La pregunta que deseo realizar al señor Subsecretario es si esta instancia de topear en el 
10% a los contribuyentes comprendidos en los literales A) y F) —es decir, a aquellos que tienen 
ingresos nominales anuales que son iguales o inferiores a 180 BPC- y en el 8% al resto, en realidad no 
se está desnaturalizando el impuesto. Uno puede entender las necesidades de recaudación de la 
administración —después discutiremos si eso está justificado o no—, pero topear las deducciones 
transforma esto en un impuesto a los ingresos y no a la renta. Si realmente se quiere ir hacia un 
impuesto a la renta, se debería avanzar y crecer en las instancias de las deducciones y no topearlas en 
las dos franjas, de 10% y de 8%. Quisiera saber si frente a esta situación el ministerio está resuelto a ir 
a un impuesto a los ingresos, abandonando el concepto de impuesto a la renta de las personas físicas; 
si se sigue en la dirección que ha tomado el gobierno, se está desnaturalizando este impuesto. Para 
nosotros esto ya venía sucediendo porque en realidad es un impuesto a los ingresos, pero si 
avanzáramos en las deducciones que se pueden admitir por el Estado, se podría ir generando la 
posibilidad de que este impuesto a los ingresos se transformara en uno que grava la renta. ¿No le 
parece al señor ministro que esto es una marcha atrás en el concepto del impuesto a la renta? ¿No es 
peligroso seguir con esta instancia de topeo en dos franjas, de 10% y de 8%? Hago esta pregunta 
porque me afilio a la tesis del señor senador Amorín en cuanto a que si hay una necesidad de 
recaudación, uno puede entender la medida —aunque nosotros no la compartimos—, pero una vez 
aliviada esa instancia se debería volver a la situación original que, ya de por sí, era expropiatoria para 
mucha gente que no puede llegar a fin de mes si tiene que pagar estos impuestos. 


Entonces, concretamente quisiera saber si esto no es una marcha atrás en el concepto de 
impuesto a la renta al aplicarse a los ingresos brutos, que es lo que de alguna manera se está 
estableciendo. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Aquí se está proponiendo un cambio en la forma en que se calculan las 
deducciones, pero no se está poniendo un tope. Es decir, se establecen tasas diferentes a las actuales 
para su cálculo, pero aplicado el 10% o el 8% ese monto no tiene tope. Es importante aclarar esto 
porque el esquema actual de tasas que se aplican a las deducciones es regresivo. ¿Por qué? Porque 
así como el impuesto está concebido para que pague más el que gana más —es un impuesto 
progresional y se aplican tasas mayores para los tramos de ingresos superiores—, al hacer lo mismo 
con las deducciones, se está permitiendo que deduzca más el que gana más, cuando en realidad lo 
lógico sería tener tasas flat o que deduzca más el que gana menos, para que el impuesto tenga 
también un carácter progresivo en las deducciones. Entonces, al poner una tasa flat —en este caso dos: 
una del 10% para un tramo y otra del 8% para el resto-, se está dotando al impuesto de mayor 
progresividad. Por eso decíamos que esta medida en concreto tiene también un impacto positivo en el 
Índice de Gini porque mejora la distribución de la riqueza. ¿Por qué sucede esto? Porque 
aproximadamente entre el 80% y el 90% del monto global de las deducciones está vinculado a una 
única deducción, que es la de las cargas de seguridad social que, obviamente, son más grandes 
cuanto mayor sea el ingreso del contribuyente. Por lo tanto, al aplicar una tasa flat en lugar de una que 
permita deducir más a quien gana más, estamos dotando al impuesto de una mayor progresividad. 
Ese fue el motivo central de la implantación del IRPF en el Uruguay: aspectos vinculados a la equidad 
y a la redistribución de la riqueza. 


Se hacía referencia a cuestiones de deducciones por hijos, Fonasa y seguridad social. Esas 
tres deducciones ya existen, pero también hay otras; la principal deducción es el mínimo no imponible, 
que deja a aproximadamente el 70% de los contribuyentes de ese impuesto sin pagarlo, y las 
deducciones vinculadas a alquileres o a cuotas hipotecarias. 


Por lo tanto, se podrá compartir o no, pero creemos que estamos lejos de fijar un impuesto a 
los ingresos; estamos frente a un impuesto a la renta de las personas físicas. Reitero: todos los 
cambios propuestos van en la línea de dotar de mayor progresividad y equidad al impuesto, y de lograr 
una mayor redistribución de la riqueza; no hay ninguna marcha atrás derivada de los cambios 
propuestos. 


SEÑOR HEBER.- Puedo notar los esfuerzos dialécticos que se están haciendo para justificar lo 
injustificable. 


Se podría dejar a las primeras franjas con las tasas actuales y no topearlas en el 10% y el 
8%, incluso para aquellos no alcanzados por el aumento del IRPF. Perfectamente se podrían mantener 
las deducciones, que son mucho más altas que el 10% y el 8%, para que de alguna manera los 
sueldos más bajos puedan acceder a la posibilidad de tener más deducciones. 


Sinceramente, no me parece que esto mejore; empeora y mucho, sobre todo para aquellos 
que tienen hijos. El monto mínimo no imponible está en $ 23.800 nominales y seguramente el monto 
líquido sea mucho menor, por las deducciones que se le hacen a esas franjas de ingresos. Es una cifra 
muy importante. 


Como dije, me parece que el Poder Ejecutivo tiene un afán recaudatorio que desnaturaliza el 
impuesto a la renta, sobre todo en las franjas de más abajo, que son las más sensibles. Esto es un 
comentario, no una pregunta; es mi opinión acerca de lo expresado por el señor subsecretario. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Simplemente quiero decir que en línea con las últimas apreciaciones del 
señor senador Heber, los cambios de tasas operan para sueldos superiores a los $ 50.100 nominales. 
En el caso de las deducciones, a aquellos que tienen ingresos inferiores a $ 30.000, se establece la 
tasa del 10%, tasa que ya se le aplica a ese universo de contribuyentes. Por lo tanto, casi todos esos 
casos no van a ver cambiada la tasa a la cual generan sus deducciones hoy, que es del 10%. 


Si no hay ninguna otra pregunta con respecto al capítulo que hace referencia al IRPF, 
pasamos a analizar el IRNR. Los artículos 167 y 168 son artículos espejo de los artículos del IRPF, por 
lo cual nos remitimos a lo ya expresado. 


Pasamos al artículo 170, que tiene que ver con la posibilidad de la rebaja de dos puntos de 
IVA para las transacciones realizadas con medios electrónicos de pago. Este artículo establece la 
facultad de poder realizar esa baja de dos puntos. 


Luego, el artículo 171 tiene que ver, justamente, con el régimen de facilidades para 
contribuyentes del IRPF y del IRNR y está vinculado a los aspectos que comentábamos de distribución 
ficta de utilidades. 


El artículo 172 —el 158 del mensaje original- tiene que ver con una prórroga respecto a un 
requisito formal vinculado a la presentación de una declaración para ampararse en la exoneración del 
impuesto anual de enseñanza primaria. 


El artículo 173 tiene que ver con definiciones respecto de qué se entiende como conjunto 
económico. Lo que pretende este artículo, en líneas generales, es asimilar el concepto de conjunto 
económico que ya existe desde hace décadas para el Banco de Previsión Social, otorgando la misma 
definición para la DGI, con algunos ajustes menores con respecto a la redacción original. Esto, reitero, 
ya existe desde hace décadas para el Banco de Previsión Social. 


Si se me permite, pido que se ceda el uso de la palabra al doctor Guillermo Nieves para que 
explique este artículo. 


SEÑOR NIEVES.- Como señalaba el señor subsecretario, esta disposición tiene, como vocación, 
incorporar el artículo 20 bis al Código Tributario. En este sentido, es pertinente señalar a los señores 
senadores que tradicionalmente ha habido una clara diferenciación en lo que son dos figuras. Una de 
ellas es la de unidad económica administrativa y, hoy por hoy, la Dirección General Impositiva está 
facultada a declararla en aplicación del principio de realidad, según el inciso segundo del artículo 6* del 
Código Tributario. Esto parte del supuesto de una identidad de empresas que verifican un mismo hecho 
generador —por ejemplo, en el IRAE o el IVA— y que, como consecuencia de eso, las formas jurídicas 
deben ser dejadas de lado y la administración debe recalificar y efectuar una nueva liquidación en base 
a un balance consolidado. Esa norma ha sido reconocida por la reciente jurisprudencia del TCA. Sin 
embargo, esa jurisprudencia reciente del TCA, así como la dogmática tributaria más reconocida, han 
entendido que la administración tributaria —en particular, la Dirección General Impositiva- carece de 
una disposición para declarar la existencia de un conjunto económico. En la normativa actualmente 
vigente, solo el Banco de Previsión Social tiene esa disposición. 


Entonces, en la hipótesis de conjunto económico lo clave es que las empresas son 
independientes. No estamos hablando de empresas que verifiquen un mismo hecho generador sino 
que son independientes pero tienen estrechos lazos de vinculación económica. Lo que se busca con 
esta disposición, a partir de que se verifica el supuesto de conjunto económico, es lograr, de alguna 
forma, una nueva tutela para el crédito fiscal. Verificados los supuestos de vinculación entre esas 
empresas independientes, el fisco —o el Estado, en definitiva— podrá tener una garantía superior 
respecto del crédito fiscal. En ese sentido —obviamente, respecto de esto no va a requerirse un balance 
consolidado—, y a los efectos de la aplicación de esta norma, con el fin de orientar la aplicación y, 
efectivamente, al propio aplicador, se establecen una serie de presunciones simples, que siempre van 
a admitir la prueba en contrario por parte del contribuyente. 


Finalmente, creo que es pertinente señalar que se ha seguido, en este punto, lo que es el 
modelo de Código Tributario para América Latina del año 2015 del CIAT, en el que se adopta esta 
orientación. Como dije, se ha entendido pertinente seguir esos lineamientos. 


A este artículo 173, señor presidente, hay que leerlo en correlato con el artículo 176, que 
deroga, a los efectos de mantener una coherencia en el sistema, la figura de conjunto económico que 
actualmente tiene el Banco de Previsión Social. Insisto en que esta es una norma que se incorpora al 
Código Tributario y, en consecuencia, todas las administraciones tributarias van a poder hacer uso de 
esta figura en el día de mañana para tutelar, efectivamente, el crédito fiscal. 


El artículo 174 plantea una serie de ajustes al artículo 66 del Código Tributario en relación a 
la determinación sobre base presunta. Importa destacar que estamos en el ámbito del procedimiento 
de determinación sobre base presunta, o sea, en el ámbito de la excepción. En nuestro sistema 
tributario el principio general es la autoliquidación por parte del contribuyente. En la generalidad de los 
impuestos nacionales es el contribuyente el que debe realizar la autoliquidación. Cuando no se 
presentan las declaraciones juradas —hay una serie de supuestos que establece el artículo 65 del 
Código Tributario-, se habilita la determinación de oficio o la determinación por parte de la 
administración tributaria. Ahora bien; habiendo pasado esa instancia, esa posibilidad de ir a una 
determinación sobre base presunta, el fisco siempre debe, como principio general, como máxima, 
orientar toda la actuación administrativa a la determinación en base al conocimiento cierto y directo de 
los hechos. O sea, si se encuentra habilitado a ir a una determinación de oficio, la administración 
deberá recurrir a sus facultades —Código Tributarios, normas extracódigo y diligenciamiento de prueba— 
para conocer de forma cierta y directa los hechos. No obstante ello, este artículo 66 al que proponemos 
una serie de modificaciones, habilita tres supuestos, tres hipótesis, por los que la administración está 
impedida —por más que quiera y con todas las herramientas— de ir a la determinación sobre base 
cierta. 


Esos supuestos figuran en el inciso tercero del artículo 66 del Código Tributario. Básicamente 
son: el desconocimiento por parte de la administración de la documentación por ocultación o 
inexistencia total o parcial de la contabilidad del contribuyente; el apartamiento de la contabilidad del 
contribuyente de los principios y normas de técnica contable; y la falta de concordancia entre la 


documentación del contribuyente y la contabilidad que este debe tener. Estos son los tres supuestos 
que posibilitan a la administración a ingresar a la determinación sobre base presunta. 


Debo aclarar que hice esta introducción para que se pueda entender que estamos ajustando 
esas posibilidades, algunos de esos supuestos, y que recién en esas instancias la administración 
podría ir a la determinación sobre base presunta. Como pueden observar los señores senadores, es la 
excepción. 


Ahora bien; ¿qué plantea este artículo 174? Esta disposición contiene esencialmente un 
ajuste al literal A) del artículo 66 del Código Tributario, que establece que se podrá hacer una 
determinación sobre base presunta a partir de algunas presunciones. Una de ellas tiene que ver con la 
posibilidad de construir coeficientes, tal como lo establece el inciso cuarto en el literal A) del artículo 66. 
En concreto, la propuesta es reconocer que en la construcción de coeficientes que se haga respecto 
del contribuyente y que se va a aplicar a las rentas para hacer la determinación sobre base presunta, 
se entienden suficientemente representativos —a partir de muestreos que se realicen— los que 
asciendan al menos al 10% del universo considerado. Ese es el primer ajuste. 


El segundo ajuste, también a este literal, tiene relación con la posibilidad no solo de que la 
administración pueda construir el coeficiente, sino con que se pueda valer de coeficientes 
confeccionados por organizaciones especializadas de derecho privado sin fines de lucro. Hasta la 
fecha estaba prevista la posibilidad de recurrir a coeficientes estatales o paraestatales, pero ahora se 
amplía y se da la alternativa de recurrir a coeficientes elaborados por las citadas organizaciones. 


Otro ajuste al literal A), inciso segundo, es la posibilidad de que para la construcción de un 
coeficiente respecto a determinado ejercicio la administración pueda utilizar hasta tres ejercicios 
anteriores. Tengamos presente que ya estamos en una instancia de determinación sobre base 
presunta en donde hay una imposibilidad de conocer la documentación. En ese sentido, la norma legal 
estaría habilitando la posibilidad de que se pueda aplicar esa construcción de coeficiente hasta tres 
ejercicios hacia atrás. 


El otro ajuste que se plantea es en el ámbito del literal C). Simplemente, lo que se busca es 
clarificar algunos cuestionamientos que hubo sobre el momento en el que tienen que identificarse las 
notorias diferencias en la evaluación física en materia de inventarios. Hay ciertas posiciones que 
quieren que el fisco identifique la notoria diferencia al momento mismo de la inspección y que esta 
posibilidad de recurrir a esta presunción del literal C) no pueda ser a partir de notorias deficiencias de 
los inventarios que están registrados ante la oficina. El inciso segundo que se incorpora al literal C) 
clarifica que se podrá recurrir a esta posibilidad en uno u otro caso. 


Finalmente, a partir de ciertos pronunciamientos recientes que tuvo el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo, lo que hace el inciso final del artículo 174 es ponderar la posibilidad de dar 
garantías de defensa al contribuyente. Como los señores senadores saben, hay un rígido secreto 
tributario por parte de la administración tributaria al momento de aplicar estas determinaciones sobre 
base presunta y tener que darle al contribuyente, que está siendo fiscalizado, las garantías del debido 
proceso y, eventualmente, información de un tercero que se haya utilizado. Como administración 
estamos impedidos por el secreto tributario de mostrar cómo se construyó ese coeficiente, lo que 
provoca un problema de indefensión. Esta norma permite que si construyo un coeficiente con 
información de terceros, quedo liberado del secreto tributario a los efectos de garantizar el debido 
proceso. 


El artículo 175 refiere a una norma interpretativa sobre los anticipos. El artículo 31 del Código 
Tributario regula lo que tiene que ver con los anticipos en esa materia. El artículo 14 de ese código 
reconoce los anticipos como una obligación tributaria y, luego, el artículo 31 dice que son obligaciones 
tributarias sujetas a condición resolutoria. Recientemente se dio la siguiente problemática. Algunos 
asesores de los contribuyentes entendieron que esta condición resolutoria es la no verificación del 
hecho generador, con lo cual, al no haberse verificado la condición resolutoria, quedaría sin efecto el 
pago del anticipo. En ese sentido, la posición que ha sostenido tradicionalmente la administración es 
que realmente el pago de anticipos está sujeto, como dije, a una condición resolutoria respecto de la 
no verificación del hecho generador. Por tanto, el artículo 175 intenta arrojar luz a esta controversia que 
se ha planteado a los efectos de dar cierta consistencia a la aplicación del sistema tributario. 


Ya hice mención al artículo 176 por lo que paso a referirme al artículo 177. Esta norma 
también es de carácter interpretativa en el marco de la Ley de Concursos y Reorganización 
Empresarial. El artículo 114 de esa ley establecía que, decretada la instancia concursal, no era 
necesario para ese contribuyente presentar certificados por cualquier acto que se celebre mientras 
dure el concurso, con independencia que se trate de obligaciones preconcursales o postconcursales. A 
nuestro juicio, claramente el espíritu del legislador en la Ley de Concursos y Reorganización 
Empresarial no fue el de excluir de la posibilidad de no exigir los certificados especiales que emiten los 
organismos recaudadores a las obligaciones que se devinieran con posterioridad al concurso. Lo que 
queremos clarificar en esta norma interpretativa del artículo 177 es que no exigir el certificado único y/o 
especial para determinados actos o negocios debe referirse exclusivamente a obligaciones incluidas en 
la masa pasiva del concurso. No comprende obligaciones creadas con posterioridad al concurso. Esa 
es la aclaración a los efectos de la aplicación. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Me voy a referir al artículo 178, que tiene que ver con algunos cambios 
relacionados con exoneraciones vinculadas a instituciones culturales y deportivas que adquieren 
determinado tipo de artículos. Solicitaría que se le diera el uso de la palabra al doctor Marcos Álvarez 
para que lo fundamente pero, además, porque seguramente vamos a proponer algún ajuste en la 
redacción y antes de entregarlo queremos dar las razones por las que lo haremos. 


SEÑOR BORDABERRY.- Dado lo avanzado de la hora, solo queremos confirmar si las 
interpretaciones sobre el artículo 174 que acaban de informar son las correctas. Se agrega que 
«cuando para la construcción de los coeficientes o relaciones para el contribuyente sujeto a 
determinación se realicen muestreos, los mismos se considerarán representativos de la realidad 
cuando asciendan al menos al 10% —diez por ciento— del universo considerado». Ahí es donde entran 
las dudas. ¿Cuál es el universo considerado? ¿Es suficiente con el 10%? Se me ocurre que hay 
actividad comercial industrial, etcétera, que no es la misma en una zona geográfica del país que en 
otra, lo cual puede ser injusto para los dos lados. Quizá si se toma un muestreo del interior para 
aplicarlo a una empresa de la capital se va a beneficiar una empresa de Montevideo. Esa es la primera 
duda que tengo. 


La segunda duda es si interpreté bien la última parte de ese artículo, que refiere a la 
restricción del artículo 47. La administración tributaria obtiene información de un administrado, que es 
secreta y la va a utilizar para una determinación sobre base presunta y lo que se está previniendo es 
que a esa persona que va a tener acceso a esa determinación no la acusen de estar violando el 
secreto tributario. Ese es el supuesto si interpreto la norma que se está aplicando. La redacción del 
artículo 47 es rara —aclaro que no estoy criticando lo que dice sino a quien redactó el código tributario— 
porque dice: «La administración tributaria no puede revelar...», pero después la vuelve a nombrar. Me 
gustaría saber si lo que está previniendo es que quien suministró información que se utilizó para una 
determinación sobre base presunta no pueda alegar que la utilizaron para tal caso y la pusieron en 
conocimiento de otro. 


La última duda que tengo es sobre el artículo 175, que interpreta al 31 relativo a los pagos 
anticipados dice que la condición resolutoria del artículo 31 es la no verificación del hecho generador, lo 
que parece sensato. Se hicieron pagos anticipados, no había hecho generador tributario y, por ende, se 
hizo un pago inexistente. Supongo que eso debe estar sujeto a que el día de mañana la no verificación 
del hecho generador lo declare la justicia o la propia Dirección General Impositiva. 


Disculpe que en vez de hacer preguntas adelante mis conclusiones, pero si está de acuerdo 
alcanza con que me diga que esa es la interpretación y sigo adelante. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Antes de que se le dé el uso de la palabra al economista Gustavo 
González de la Asesoría Económica de la Dirección General Impositiva, quisiera decir que con 
respecto a la primera parte de la pregunta, cuando hablamos del 10% del universo nos referimos al 10 
% de las transacciones del propio contribuyente, y eso es lo que cambia. En realidad, con de fines 
estadísticos un 10% del universo es más que suficiente para poder extrapolarlo. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- Efectivamente, el texto está pensado para situaciones en el marco de una 
auditoría de campo, de una fiscalización a un contribuyente que está en la situación de determinación 
de la deuda en base presunta. Refiere, principalmente, a un muestreo de margen de utilidad de 


productos. Está pensado para casos en los cuales el universo a considerar es efectivamente grande y 
valorar el cien por ciento de los casos puede implicar un costo de cumplimiento muy elevado, tanto 
para la administración como para el contribuyente, que no se justifica. 


También hay que tener presente que, según el texto, el muestreo debe ser de al menos un 
10 %. Este es, en realidad, un piso, principalmente para los casos en los cuales el tamaño en cuestión 
es grande. Cuando el tamaño a evaluar es acotado —por ejemplo, una lista de 20 o 30 productos—, 
probablemente no haya ningún inconveniente desde el punto de vista de los costos en muestrear una 
proporción mayor, tanto para la administración como para el administrado. El problema se suscita, por 
ejemplo, cuando hay una lista de 1.000 productos y hay que determinar el margen de utilidad de cada 
uno de ellos, porque eso puede implicar costos de determinación muy altos. 


SEÑOR NIEVES.- Me voy a referir a las otras dos preguntas formuladas por el señor senador 
Bordaberry. 


Con respecto a la última disposición contenida en el ajuste del artículo 66, su entendimiento 
es correcto. Lo que estamos tratando de hacer es tener la posibilidad, como administración tributaria y 
en el marco de un proceso administrativo tributario, llegada la instancia de vista previa, de disponer 
eventualmente de información de terceros para construir esos coeficientes que se aplicaron a ese 
contribuyente que está sujeto a un procedimiento de determinación sobre base presunta. Lo que 
ocurría hasta ahora era que al momento de dar la vista teníamos que reservar mucha de la información 
de terceros con respecto a ese contribuyente, o no estaba disponible, información que había sido 
utilizada para la construcción de coeficientes, por la aplicación del artículo 66, en virtud de que 
estábamos con la reserva del artículo 47. Eso dio lugar —incluso hay algunos antecedentes— a que el 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo nos dijera que terminamos una instancia generando 
indefensión para el contribuyente, por más que hayan estado perfectamente construidos todos los 
coeficientes, porque no le habíamos dado posibilidad de ejercer el derecho a la debida defensa; sin 
saber cómo se habían construido, al final del día no había habido ejercicio del derecho de defensa. Eso 
es lo que estamos buscando hacer. 


Esto no se diferencia mucho de lo que hoy está dispuesto a nivel de precios de transferencia 
en el ámbito del IRAE, en el artículo 47 del título IV del Texto Ordenado 96. A los efectos de la 
autorización de los denominados comparables secretos, se habilita a la administración a usarlos en un 
proceso administrativo tributario o jurisdiccional, y que no sea oponible el artículo de secreto tributario. 


Con relación a la segunda pregunta que formuló el señor senador, también es correcto el 
entendimiento. Claramente, la declaración de la no verificación del hecho generador va a tener que ser 
una confirmación en el ámbito administrativo o en el jurisdiccional. Lo importante es que esta norma 
pretende arrojar claridad respecto de que la condición resolutoria era la propia verificación del hecho 
generador, lo cual genera situaciones un poco inconsistentes, porque con la verificación del hecho 
generador el acto de determinación, en definitiva, no podía incluir anticipos. Obviamente, si se verificó 
el hecho generador, no podía haber multas y recargos. ¿Por qué? Porque se verificó el hecho 
generador, entonces operó la condición resolutoria. Es más, si uno se mantiene en esa posición que ha 
sostenido cierta parte de los contribuyentes, en el sentido de que la verificación de la condición 
resolutoria es la verificación del derecho generador, estamos pensando en que cuando no se verifica el 
hecho generador hay obligación de anticipar. Es absolutamente incoherente. El tema es que es 
necesario clarificar para evitar futuras controversias en ese sentido. 


SEÑOR BORDABERRY.- Luego de verificada la condición resolutoria, la DGI tiene que devolver o 
imputará los pagos anticipados a cuenta de un hecho generador que no ocurrió. ¿Hay algún tipo de 
reajuste, se imputa o se da un crédito? ¿Cómo es la situación? Si uno no hace anticipos y no paga y 
después el hecho generador se verifica, «ahí es bastante duro el tema. ¿Para atrás hay cierta 
asimetría? 


SEÑOR SERRA.- Con relación a la última pregunta del senador Bordaberry, en realidad, el artículo 31 
del Código Tributario opera para que el contribuyente pueda dejar de realizar los anticipos y si 
posteriormente no se configura el hecho generador no les son exigibles y, consecuencia, no le van a 
corresponder multas y recargos. Recíprocamente, si el contribuyente formuló anticipos y cuando 
presenta la declaración jurada le da un crédito, se le devuelve el monto nominal del crédito efectivo 


para que la solución sea balanceada con el momento en que omite los anticipos. Ese es el mecanismo 
de aplicación del artículo 31 del Código Tributario. 


Complementando lo que señalaba el doctor Nieves, no solo es aplicable cuando no se 
configura el hecho generador en vía jurisdiccional o administrativa, sino cuando no se configura por 
autoliquidación del contribuyente, que es la gran mayoría de los casos. Entonces, en las tres 
situaciones se trata de solucionar la técnica de la formulación de anticipo en materia de impuestos que 
administra la Dirección General Impositiva. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Pasamos al análisis de los artículos 178 y 179, para los cuales solicitaría 
que se le diera el uso de la palabra al doctor Álvarez. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Álvarez. 


SEÑOR ÁLVAREZ.- El artículo 178, como nos tocó afirmar en la comisión homónima de la Cámara de 
Representantes, básicamente es una típica norma de fomento a alguna actividad industrial o de la 
fuente de trabajo nacional, que la acción de la administración estima de interés general proteger. En 
ese sentido, el legislador está ampliamente facultado para dictarla en función del artículo 85, numeral 
3% de la Constitución, como típica norma de fomento. Y refiere, fundamentalmente, como los 
senadores saben, a las hipótesis de exoneraciones tributarias previstas en el artículo 69 de la 
Constitución. De todas maneras, sobre el artículo, tal como vino redactado de la Cámara de 
Representantes -que respondió a la iniciativa del Poder Ejecutivo-, queremos dejar la constancia de 
que vamos a formular una aclaración porque, sinceramente, nos quedó una inconsecuencia. 
Estimamos que debemos descartar de la norma, especialmente, las hipótesis de donaciones, es decir, 
de los actos gratuitos y no onerosos que den lugar a negocios jurídicos que después permitan una 
importación exonerada, porque esto generaría una situación de notoria injusticia o de inconsecuencia 
jurídica con lo que la norma quiso disponer. Es así que en las próximas jornadas estaremos haciendo 
llegar una pequeña rectificación de este artículo, acerca del cual quiero anunciar dos cosas. Se 
exceptuarían de lo dispuesto precedentemente las donaciones de bienes provenientes del exterior, así 
como se reduciría también la hipótesis normativa del Capítulo |, del Título 111 del Texto Ordenado y no a 
todo ese Título. El capítulo 1 es el que refiere básicamente a las exoneraciones de instituciones de 
enseñanza, culturales, deportivas, partidos políticos, instituciones gremiales y situaciones análogas. 
Los capítulos restantes también generarían algún problema jurídico que, mediante esta instancia, 
queremos evitar. Por ejemplo, el capítulo 2 tiene que ver con la inmunidad del Estado, concepto distinto 
al de exoneración, por lo que queremos evitar las confusiones en ese sentido. Los capítulos restantes 
refieren, entre otras cosas, a exoneraciones específicas que suelen tener los organismos del artículo 
221 de la Constitución como, por ejemplo, los entes autónomos. 


En esta instancia queremos anunciar que vamos a reducir la pretensión de la normativa 
propuesta, excluyendo las donaciones y limitándolo al capítulo 1, del Título 3, del Texto Ordenado de 
1996. 


Por su parte, el artículo 179 es mucho más simple y no legisla sobre ninguna hipótesis 
normativa nueva; lo que estamos haciendo allí es, simplemente, reiterar, reforzar y contar con 
herramientas más claras para evitar ciertas situaciones de abuso, cuando no de trivialidades, que se 
han dado en algunos casos de exoneraciones tributarias. Como surge de la lectura, queremos reforzar 
el hecho de que ante toda solicitud de exoneración tributaria la Administración quedará facultada para 
apreciar si los referidos bienes son necesarios o imprescindibles para el cumplimiento de los fines 
esenciales y los cometidos sustantivos de la institución que lo solicita. En este sentido, la experiencia 
administrativa del Ministerio de Economía y Finanzas es bastante rica, y si bien se ha tratado de 
reforzar controles y criterios administrativos para la mejor aplicación de la norma sin perder su objetivo 
sustancial, también se han constatado solicitudes abusivas o hasta triviales —como mencioné 
anteriormente—, por lo que con esta facultad legal queremos fortalecer la mejor aplicación 
administrativa de la exoneración tributaria que corresponda. 


Es todo, señor presidente. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- El artículo 180 simplemente dice que las referencias efectuadas al Texto 
Ordenado de 1996 se considerarán realizadas a las normas legales que le dieron origen. 


El artículo 181 —agregado en la Cámara de Representantes— establece la obligación de que 
el Poder Ejecutivo, en oportunidad de cada rendición de cuentas y balance de ejecución presupuestal, 
deberá incluir un informe vinculado al gasto tributario. Este artículo nos parece pertinente y de buena 
práctica, pero nos gustaría sugerir un pequeño cambio de redacción que no varía lo sustantivo, es 
decir, la obligación de remitir ese informe que, además, tiene entrada en vigencia a partir de enero de 
2018. Nos parece que el texto que planteamos contiene una redacción un poco más limpia, por lo que 
me gustaría leerlo, aunque después lo acercaré a la mesa. Nuestra propuesta dice: «El Poder 
Ejecutivo, en oportunidad de cada rendición de cuentas y balance de ejecución presupuestal, remitirá 
información referente al gasto tributario correspondiente a impuestos recaudados por la Dirección 
General Impositiva incurrido en el mismo período. 


Lo dispuesto en este artículo entrará en vigencia a partir del 1 de enero de 2018». 


En realidad, no cambian en absoluto los aspectos sustantivos del artículo, pero entendemos 
que se trata de una redacción un poco más limpia. 


Estos eran todos los artículos que teníamos para comentar. 


SEÑOR DELGADO.- Seguramente esta será la última o la penúltima comparecencia del Ministerio de 
Economía y Finanzas a esta rendición de cuentas. En la primera comparecencia hablamos de temas 
generales, se hizo la presentación del proyecto de ley de rendición de cuentas y, entre otras cosas, 
mencionamos particularmente el artículo 6% de ordenamiento financiero, donde se abate una serie de 
asignaciones presupuestales. Y después, en la Cámara de Representantes se votaron una serie de 
numerales que se agregaron y algunos párrafos finales en los que se encomienda al Poder Ejecutivo a 
abatir los créditos presupuestales. Asimismo se establecen algunas prerrogativas y restricciones 
acerca de dónde no lo pueden hacer. Esta es una discusión que ya dimos cuando vino por primera vez 
el señor subsecretario, en cuanto a que es facultad indelegable del Poder Legislativo y nunca, en 
ningún caso, podrá facultarse al Poder Ejecutivo que abata donde le parezca, tanto el origen de los 
gastos como el de los organismos. 


En aquel momento el subsecretario, cuando vino en representación del equipo económico, 
dijo que estaban estudiando este artículo para buscar algunas alternativas. Como no sabemos si va a 
volver el equipo económico a esta rendición de cuentas, a esta comisión, quisiera saber si avanzaron 
en la redacción, si tienen alguna propuesta de redacción sustitutiva que salve la inconstitucionalidad de 
la delegación de facultades del Poder Legislativo al Poder Ejecutivo en la reasignación de los recursos 
y en el abatimiento de estos. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Tal cual lo comentamos hace pocos días en nuestra primera 
comparecencia, son aspectos sobre los cuales todavía hay que trabajar, y hasta el momento el Poder 
Ejecutivo no tiene una propuesta alternativa de redacción; pero seguramente en el trabajo de estos 
próximos días de los señores legisladores y con los aportes que podamos realizar se podrá llegar a 
una redacción que complete esa distribución. Al día de hoy, con relación al Poder Ejecutivo, no 
tenemos más nada que aportar por el momento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos al señor subsecretario, así como a todo su equipo, la 
comparecencia en el día de hoy en la comisión. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Son las 18:07). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


